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Con la publicación de este cuarto número, la 
revista del Colegio de Empresistas de Can-
tabria cumple un año y a lo largo del mismo 
hemos recibido muchas alabanzas y críticas 
favorables animándonos a continuar con la la-
bor iniciada en el mes de diciembre de 2007. 

También hemos recibido criticas por el exceso 
de artículos de contenidos técnicos y de difícil 
comprensión para personas no especializadas 
en los temas mercantiles. 

Aceptamos y asumimos todas las críticas, fa-
vorables o no, que nos sirven para intentar me-
jorar nuestros contenidos y conseguir una me-
jor comunicación con nuestros lectores. Pero 
siempre tenemos presente que nuestro fin es 
la de servir a nuestro colegiados y ayudar a di-
fundir los valores, conocimientos y cualidades 
de los profesionales que se integran en nues-
tro colegio. Por ello nos agrada especialmente 
que en este número cuarto se publiquen mas 
artículos de nuestros colegiados o de aquellos 
profesionales de Cantabria que no siendo cole-
giados, colaboran directa y habitualmente con 
nuestro colegio. También hemos de agrade-
cer a dos colaboradores habituales, Leopoldo 
Pons y José Manuel Ortiz,  que han participado 
en todos los números publicados de nuestra 
revista y que esperamos continúen aportando 
su sabiduría a nuestra revista. ¡Muchas gracias 
a José Manuel y Leopoldo¡ 

En este número incorporamos una amplia 
información de la Cena del  Empresista del 
2008 que tuvo lugar el pasado día 14 de no-
viembre en el salón convención del hotel San-
temar de Santander.  En esta séptima edición 
, quien nos iba a decir en la primera edición 
en el año 2002 la importancia que ha adqui-
rido este evento en la sociedad de Cantabria, 
hemos homenajeado a D. Salvador Ordóñez 
Delgado rector de la Universidad Menéndez 
Pelayo a quién de forma muy merecida se ha 
nombrado colegiado de honor del Colegio Ofi-
cial de Titulados Mercantiles y Empresariales 
de Cantabria.  

Gracias a Salvador Ordóñez por la muestras 
de afecto, comprensión e incluso solidaridad 
con los profesionales que se integran en el Co-
legio de Empresistas. Todos sabemos que en 
la persona del rector de la UIMP tenemos un 
defensor de la continuidad de nuestras titula-
ciones ya que entiende la importancia histórica 
y actual de la labor que realizamos en favor del 
desarrollo de  las empresas y de la sociedad de 
Cantabria en su conjunto. Por eso estamos or-
gullosos de poder contar en nuestra galería de 
colegiados ilustres con la persona de Salvador 
Ordóñez y esperamos que en el futuro le poda-

mos demostrar nuestro respeto y admiración.
Durante este año nos hemos dado cuenta lo 
poco que se valora los trabajos periodísticos 
relacionados con la contabilidad, tributación, 
auditoría y la economía en general. Por este 
motivo hemos creado un premio al mejor ar-
tículo de contenido económico publicado en 
Cantabria. Premio dotado con 3.000 euros,  
cuya primer edición ha recaído en el profesor 
Jorge Tomillo por un artículo publicado en el 
Diario Montañés relacionado con la aplicación 
de derecho concursal para tratar de solucionar 
las crisis económicas, las de otro tipo ya se 
resuelven en los juzgados de lo civil, de las fa-
milias. Por su interés se reproducen en las pa-
ginas interiores el artículo completo, así como 
otro artículo de Alberto Ibáñez publicado en 
la revista Cantabria Económica  titulado “Patri-
monio poco útil” que el jurado decidió otorgar 
un accésit especial. 

El jurado durante el transcurso de sus delibe-
raciones ha querido dejar constancia al Co-
legio en la dificultad de valorar de forma ho-
mogénea la diversidad de artículos propuesto 
para el premio, dado  la distinta naturaleza de 
los contenidos de los mismos. Distinguiendo 
perfectamente tres tipos de trabajos periodís-
ticos relacionados con el mundo mercantil o 
económico: por un lado tenemos los artículos 
de opinión, por otra parte los reportajes di-
vulgativos relacionados con la economía y el 
mundo empresarial, y por último los artículos 
técnicos que toman como base el conocimien-
to en materia tributaria, concursal y contable 
dirigidos a los profesionales o especialistas en 
cada materia. Pues bien la Junta de gobierno 
del Colegio de Empresistas hace suyo el sentir 
del jurado y se ha propuesto conseguir las ayu-
das necesarias de las autoridades o entidades 
económicas de Cantabria, que posibiliten que 
en próximas ediciones este premio tengan tres 

categorías diferenciadas siguiendo los criterios 
manifestados por el jurado.

Por último esta editorial no se puede cerrar sin 
denunciar la posición cerrada de la Universi-
dad de Cantabria a la creación de un titulo de 
Grado en Contabilidad y Finanzas en Cantabria 
que de alguna forma procure la continuación 
de nuestras titulaciones. Los representantes 
de nuestro Colegio nos estamos reuniendo 
con las autoridades económicas de Cantabria 
(Consejero de Economía, Consejero de Presi-
dencia, CEOE, Consejería de Educación, Cá-
mara de comercio, representantes de partidos 
políticos y  organizaciones empresariales, y 
todo aquél que este dispuesto a escucharnos) 
para conseguir convencer a la Universidad. de 
la necesidad que las empresas de Cantabria 
tiene de profesionales debidamente forma-
do en las materias de contabilidad, auditoria 
y tributación,  obteniendo de todos ellos una 
valoración positiva a nuestra petición. Los res-
ponsables de la Universidad no entienden o 
no quieren entender nuestras peticiones y si-
guen obsesionados con su plan de continuar 
con el Grado en Economía (50 alumnos matri-
culados en el último curso frente a los 150 en 
Ciencias Empresariales). Como mucho quizás 
en un futuro no muy próximo nos dan espe-
ranzas de crear ese Grado en Contabilidad, si 
es que antes no deciden crear a su convenien-
cia el Grado en Economía y Derecho . 

Por supuesto, mientras tanto, pude ocurrir que 
las empresas de Cantabria tengan que acudir 
a las universidades del País Vasco y de Astu-
rias si quieren encontrar profesionales exclu-
sivamente preparados y recién graduados en 
Contabilidad y Finanzas, materias totalmente 
imprescindible para llevar toda la estructura 
interna de su empresa.                           

La gaceta del empresista cumple un año
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Reunión con el rector de la UC. De izquierda a derecha Natividad Fernández, 
Concepción López, Federico Gutiérrez, Dámaso López, Carlos Rangel e Ignacio San Juan
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En estos días se escriben ríos de tinta sobre 
la crisis económica. El análisis de las causas 
que han provocado la inestabilidad financiera 
de los mercados, la valoración del impacto de 
la crisis en las principales variables macroeco-
nómicas, el estudio de sus efectos en las 
empresas, en la competitividad de éstas, en 
el empleo, en la confianza de los inversores, 
las medidas anti-crisis y su implementación… 
No hay día en que no se hable o escriba sobre 
alguno de estos temas.  

Sin embargo, poco se habla de los impuestos 
y del cumplimiento de las obligaciones tribu-
tarias que, no lo olvidemos, siguen omnipre-
sentes en la vida de las empresas y los par-
ticulares con independencia de los vaivenes 
que afecten a la economía. La presencia de los 
impuestos se manifiesta de modo especial en 
aquellos cuyo devengo se produce con perio-
dicidad anual, como los que recaen sobre la 
renta (el Impuesto sobre la Renta de las Perso-
nas Físicas, el Impuesto sobre Sociedades y el 
Impuesto sobre la Renta de no Residentes).  

El escenario de bonanza económica impe-
rante en los últimos años nos ha llevado a 
contemplar la fiscalidad de forma distinta a la 

actual. Frente a lo sucedido en estos últimos 
años, el 2008 es un año de pérdidas o, si se 
quiere, de menores beneficios, de desinversio-
nes patrimoniales, de deterioro de activos, o 
de tensiones de tesorería que dificultan tanto 
el cobro de créditos como el pago de deudas, 
incluso las tributarias. 

No cabe duda que los problemas de orden 
tributario que se plantean en el cierre de este 
año 2008 son bien diferentes de los de años 
anteriores. No se trata de problemas nuevos, 
ni mucho menos. La mayoria son viejos cono-
cidos de la fiscalidad que, simplemente, hacía 
tiempo que no se manifestaban con la visibili-
dad con que lo van a hacer en la recta final de 
este año. El tratamiento fiscal de las pérdidas, 
las denominadas “normas antiaplicación”, 
la compensación de bases imponibles nega-
tivas, las indemnizaciones por despido, los 
aplazamientos y fraccionamientos del pago 
de deudas tributarias, son tan sólo simples 
ejemplos de la manifestación del Derecho tri-
butario en una coyuntura económica adversa 
como la actual. 

En las líneas que siguen se efectúa un breve 
recordatorio, a modo de reflexión, de las re-

glas y criterios aplicables a algunos de los te-
mas que convendrá conocer bien para abordar 
adecuadamente el cierre fiscal del 2008 en el 
ámbito del Impuesto sobre la Renta de las Per-
sonas Físicas (IRPF), poniendo especial énfa-
sis en las rentas de naturaleza financiera, ha-
bida cuenta de que son principalmente éstas 
las que se han visto afectadas por la agitación 
experimentada en los mercados financieros, 
especialmente la Bolsa. Y ello, en un panora-
ma fiscal marcado por el carácter dual de la 
imposición sobre la renta de las personas físi-
cas tras la última reforma estructural operada 
en el Impuesto.

Como es sabido, el IRPF fue objeto de una 
profunda reforma, mediante la Ley 35/2006, 
de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas. Dicha reforma 
comenzó a surtir efectos, salvo algunas excep-
ciones puntuales, el 1 de enero de 2007 y en el 
presente año 2008 ya se han cumplimentado 
las declaraciones-liquidaciones con arreglo al 
nuevo Impuesto.

De los diferentes cambios incorporados al Im-
puesto, hay uno que afecta directamente a su 
estructura tradicional, y que llama la atención 
sobre todos los demás, consistente en la eli-
minación del gravamen progresivo sobre las 
denominadas “rentas del ahorro”, a las que 
se hace tributar a un tipo fijo del 18%, en la 
denominada base imponible del ahorro. Tal y 
como se señala en la Exposición de Motivos 
de la Ley 35/2006, esta configuración dual del 
Impuesto permite eliminar las distorsiones 
fiscales que existían bajo el imperio de la an-
tigua Ley para la tributación de este tipo de 
rentas (principalmente rendimientos del capi-
tal mobiliario y ganancias y pérdidas patrimo-
niales), distorsiones que llevaban a una mayor 
o menor tributación de las rentas del ahorro 
en función de su plazo de generación y de su 
calificación fiscal como rendimientos del capi-
tal mobiliario o ganancias y pérdidas patrimo-
niales. Sin embargo, como se podrá observar 
en las líneas que siguen, esta homogeneidad 
para el gravamen de las rentas del ahorro no 
facilita especialmente las cosas cuando se 
trata de rentas negativas, y son precisamente 
éstas las que se han generado en el presente 

Por José Manuel Ortíz de Juan.| Abogado CUATRECASAS

El inversor ante el IRPF del 2008
Reflexiones fiscales en un año 
marcado por la crisis económica
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2008 por el común de los inversores y  peque-
ños ahorradores.  

El problema de las pérdidas

No conviene olvidar que la base imponible 
del ahorro se descompone en dos comparti-
mentos estancos e independientes entre sí: el 
primero de ellos, integrado por la mayoría de 
los rendimientos del capital mobiliario, esto 
es, aquellos previstos por los apartados 1 a 3 
del artículo 25 de la Ley del IRPF; y el segun-
do, integrado por las ganancias y pérdidas 
patrimoniales procedentes de transmisiones 
patrimoniales. 

El esquema de integración y compensación de 
rentas en la base imponible del ahorro deter-
mina que los rendimientos del capital mobilia-
rio positivos y negativos se compensen entre 
sí, de tal suerte que si el saldo arrojado por 
esta compensación es negativo, el mismo no 
se puede compensar con el saldo positivo de 
ganancias y pérdidas patrimonales proceden-
tes de transmisiones. Y a la inversa, el saldo 
negativo de ganancias y pérdidas patrimo-
niales procedentes de transmisiones no pue-
de ser compensado con el saldo positivo de 
rendimientos del capital mobiliario en la base 
imponible del ahorro. 

La imposibilidad de compensar los saldos ne-
gativos correspondientes a cada uno de estos 
compartimentos estancos determina la gene-
ración de créditos fiscales a cuatro años. Es 
decir, los saldos negativos que no hayan podi-
do ser objeto de compensación en la base im-
ponible del ahorro, ya se trate de rendimientos 
negativos del capital mobiliario o de pérdidas 
patrimoniales, se podrán compensar en los 
cuatro años siguientes, con saldos positivos 
de rentas de su mismo signo, también en la 
base imponible del ahorro.  

En un año como éste de fuertes caídas en las 
cotizaciones de los valores de renta variable, 
serán muchos los contribuyentes que hayan 
efectuado transmisiones de valores de renta 
variable o reembolsos de participaciones en 
fondos de inversión, generando las pertinen-
tes pérdidas patrimoniales, las cuales única-
mente podrán compensarse con ganancias 
patrimoniales procedentes de transmisiones 
patrimoniales y no con rendimientos del capi-
tal mobiliario positivos.  

Así, por ejemplo, en ausencia de ganancias 
patrimoniales suficientes, resultará que las 
pérdidas patrimoniales obtenidas por la venta 
de acciones o por el reembolso de fondos de 
inversión no podrá compensarse con ninguna 
otra renta positiva obtenida en el año, ni si-
quiera con los dividendos no exentos que ha-
yan podido generar las acciones antes de que 
fueran transmitidas por el contribuyente. Y lo 
que es peor, la compensación de estas pérdi-
das patrimoniales sólo será posible en un pla-
zo máximo de cuatro años, y únicamente con 

rentas del mismo signo en la base imponible 
del ahorro, es decir, con ganancias patrimo-
niales procedentes de transmisiones, las cua-
les, a la vista de la previsible evolución de los 
mercados financieros, no será fácil obtener en 
un horizonte temporal de 4 años.  

El plazo de cuatro años para la compensación 
de rendimientos del capital mobiliario negati-
vos o de pérdidas procedentes de transmisio-
nes patrimoniales se percibe muy “breve” a la 
vista de la situación económica y financiera, 
máxime si se compara con el generoso plazo 
de hasta 15 años de que disponen los sujetos 
pasivos del Impuesto sobre Sociedades para 
compensar bases imponibles negativas. 

Diríase, en resumen, que el esquema de inte-
gración y compensación de rentas negativas 
en la base imponible del ahorro “no ayuda” 
precisamente al sufrido contribuyente que, por 
las razones que fueran, haya generado fuertes 
pérdidas patrimoniales o rendimientos del ca-
pital mobiliario negativos en este año 2008. 

Incidencia de las “normas antiaplicación”

A lo expuesto se debe añadir la existencia de 
las denominadas “normas antiaplicación”, re-
guladas, respectivamente, en el artículo 25.2.b) 
párrafo 4º y el artículo 33.5. letras e), f) y g) de 
la Ley del IRPF.  En el primer caso, en relación 
con los rendimientos del capital mobiliario ne-
gativos derivados de la transmisión, amortiza-
ción, canje, reembolso o conversión de activos 
financieros y, en el segundo, en relación con 
las pérdidas patrimoniales procedentes de 

transmisiones de elementos patrimoniales y 
valores, sean cotizados o no cotizados. 

Ciñendo la exposición a las inversiones de 
naturaleza financiera, de acuerdo con estas 
reglas especiales de imputación temporal, en 
aquellos supuestos en los que se obtengan 
rendimientos del capital mobiliario negativos 
o pérdidas patrimoniales con motivo de la 
transmisión o amortización de activos finan-
cieros o de la transmisión de valores, y el con-
tribuyente hubiera adquirido activos o valores 
homogéneos dentro de los dos meses ante-
riores o posteriores a dichas operaciones (un 
año si se trata de valores no cotizados en los 
mercados de valores definidos en la Directiva 
2004/39/CE), dichos rendimientos del capital 
mobiliario negativos o dichas pérdidas patri-
moniales se integrarán en la renta del periodo 
a medida que se transmitan o amorticen los 
activos financieros o valores que permanez-
can en el patrimonio del contribuyente.

Estas reglas tienen por finalidad evitar opera-
ciones generadoras de rendimientos negativos 
del capital mobiliario o pérdidas patrimoniales 
en las que el objetivo es su anticipación fiscal 
(rendimientos negativos o pérdidas patrimo-
niales “ficticias” o “artificiales”), muy frecuen-
tes en operaciones efectuadas en fechas próxi-
mas al cierre fiscal del ejercicio. 

Como se puede apreciar, la norma fiscal im-
pide la integración de rendimientos negativos 
o pérdidas patrimoniales “ficticias”, cuando 
proceden de transmisiones de activos finan-
cieros o de valores homogéneos, en el período 
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impositivo en el que los mismos se obtienen, 
para postergar su integración a un momento 
posterior, a medida que se vayan transmitien-
do los activos financieros o valores homogé-
neos que fueron recomprados. Asimismo, si 
se recompra un número de activos financie-
ros o valores homogéneos inferior al número 
de activos financieros generadores del rendi-
miento negativo o la pérdida patrimonial, no 
se integrará el rendimiento negativo o pérdida 
patrimonial que proporcionalmente corres-
ponda al número de activos financieros o va-
lores recomprados.

En este año 2008 muchos contribuyentes que 
hayan materializado pérdidas patrimoniales 
tendrán la “tentación” de efectuar recom-
pras al poco tiempo de haber efectuado las 
transmisiones generadoras de las pérdidas, 
quizás movidos por la baja cotización bursátil 

de algunos valores en la actualidad, pero ello 
determinará la imposibilidad de compensar 
este año las pérdidas generadas y trasladar su 
integración al futuro, probablemente en otros 
períodos impositivos, a medida que se trans-
mitan las acciones recompradas, aunque, eso 
sí, sin el problema del perentorio plazo de cua-
tro años anteriormente apuntado. 

La solución contraria, que implicaría esperar 
al transcurso de los dos meses posteriores a 
la venta para abordar una nueva inversión en 
acciones homogéneas, tendría la ventaja de 
poder integrar en el período 2008 las pérdidas 
generadas, ventaja que requeriría, obviamen-
te, de la existencia de ganancias patrimonia-
les con las que poder compensar la pérdida, 
lo cual podría no ser el caso en un año como 
éste, en el que las ganancias escasean. 

El consuelo del dividendo y la exención de 
hasta 1.500 euros anuales

Para el inversor cansado de ver como su carte-
ra entra en pérdidas latentes de modo perma-
nente, queda el consuelo de percibir rentas vía 
dividendo con el beneficioso tratamiento fiscal 
que permite considerar exentos de gravamen 
hasta 1.500 euros anuales, de conformidad 
con lo previsto por la letra y) del artículo 7 de 
la Ley del IRPF. 

Téngase en cuenta que si la rentabilidad media 
por dividendo de una cartera de valores suele 
oscilar en torno a un 4% anual, todas aquellas 
carteras de valor igual o inferior a 37.500 euros 
de valor nominal podrán acceder a una renta-
bilidad anual exenta de impuestos por el mero 
hecho de percibirse vía dividendo (37.500 x 
4% = 1.500). 

Obviamente, este atractivo efecto fiscal debe 
ponderarse ante la eventual aplicación del se-
gundo párrafo del precepto citado, según el 
cual no se podrá aplicar la exención fiscal al 
dividendo si éste procede de una institución 
de inversión colectiva (esto es, de un fondo 
de inversión o de una SICAV) o si procede 
de valores adquiridos dentro de los dos me-
ses anteriores a la fecha en que se obtuvo el 
dividendo cuando, con posterioridad a dicha 
fecha, y dentro del mismo plazo (dos meses), 
se produzca una transmisión de valores ho-
mogéneos. 

El efecto de los “coeficientes de abatimiento” 
en las plusvalías inmobiliarias y bursátiles  

Otro de los aspectos del IRPF que convendrá 
no ignorar en el presente año 2008 es el efec-
to de los “coeficientes de abatimiento“ sobre 
las ganancias patrimoniales procedentes de 
bienes y derechos adquiridos antes del 31 de 
diciembre de 1994.

A modo de recordatorio, la Disposición Tran-
sitoria Novena de la anterior Ley reguladora 
del Impuesto disponía que en la transmisión 
de elementos patrimoniales adquiridos antes 
del 31 de diciembre de 1994 que no estuvieran 
afectos a actividades económicas, resultarían 
aplicables los coeficientes reductores previs-
tos en el apartado Dos de la Disposición Tran-
sitoria Octava de la antigua Ley 18 /1991, de 
6 de junio, del IRPF, según redacción dada a 
la misma por el Real Decreto Ley 7/1996, de 
7 de junio.

La regla de los “coeficientes de abatimiento”, 
que permitía reducir y, en su caso, eliminar la 
tributación de las ganancias patrimoniales de-
rivadas de la transmisión de elementos patri-
moniales adquiridos antes del 31 de diciembre 
de 1994, tuvo su origen en la antigua Ley 18 
/1991, de 6 de junio, del IRPF, que estableció 
el sistema denominado de “memoria finita”, 
por el que la ganancia o pérdida patrimonial 
obtenida por el contribuyente se reducía me-



diante la aplicación de unos porcentajes re-
ductores, también denominados “coeficientes 
de abatimiento”, en función del tiempo de 
permanencia del elemento patrimonial ge-
nerador de la ganancia patrimonial en el pa-
trimonio del contribuyente que excediese de 
dos años computando la antigüedad hasta 
31 de diciembre de 1996, llegándose incluso 
a anular, a efectos tributarios, dicha ganancia 
patrimonial transcurrido un periodo de tiem-
po determinado en función de la naturaleza 
patrimonial del elemento.

Los porcentajes aplicables eran los siguientes:

• 11,11% para las ganancias procedentes 
de bienes inmuebles, derechos que reca-
yesen  sobre los mismos, o valores de las 
entidades a que se refiere el artículo 108 
de la Ley 24/1988, del Mercado de Valores 
(aquellos cuyo activo esté constituido al 
menos en un 50% por inmuebles situados 
en territorio español), con excepción de 
las acciones y participaciones represen-
tativas del capital social o del patrimonio 
de las sociedades o fondos de inversión 
inmobiliaria. 

• 25% para las ganancias procedentes de 
acciones admitidas a negociación en algu-
no de los mercados de valores definidos 
en a Directiva 2004/39/CE, con excepción 
de las acciones representativas de socie-
dades de inversión mobiliaria e inmobilia-
ria.

• 14,28% para las ganancias procedentes 
del resto de elementos patrimoniales, en-
tre los que cabe citar las acciones y par-
ticipaciones en instituciones de inversión 
colectiva (sociedades y fondos de inver-
sión).

Estos porcentajes se aplicaban por cada año 
de permanencia del elemento patrimonial 
transmitido en el patrimonio del contribuyen-
te que excediera de dos, computados desde la 
fecha de adquisición hasta el 31 de diciembre 
de 1996, redondeado por exceso.

Este régimen de coeficientes de abatimiento 
fue eliminado a partir de la entrada en vigor de 
la vigente Ley 35/2006 del IRPF, con efectos 
retroactivos a 20 de enero de 2006, fecha de 
publicación del Anteproyecto de la citada Ley. 
Dicha eliminación se produjo para la parte de 
las ganancias patrimoniales obtenidas a par-
tir del día 20 de enero de 2006, de tal forma 
que la parte de ganancia obtenida desde esa 
fecha no se beneficiará de coeficiente de aba-
timiento alguno. Ésta es una de las ocasiones 
en que se ha producido un “efecto anuncio” 
de la norma.

Como es sabido, la vigente Ley 35/2006 eli-
mina el tradicional régimen transitorio de co-
eficientes de abatimiento de acuerdo con dos 
reglas diferenciadas para las transmisiones de 

elementos efectuadas a partir de 20 de enero 
de 2006:

Regla general

Con carácter general la norma presume, sin 
admitir prueba en contrario, que el importe 
de la ganancia se ha obtenido linealmente a lo 
largo del tiempo de tenencia del bien y se obli-
ga a escindir la ganancia patrimonial obtenida 
en dos partes bien diferenciadas: la parte de 
la ganancia imputable al período transcurrido 
desde la fecha de adquisición hasta el día 19 
de enero de 2006, a la que resultaría de aplica-
ción los coeficientes de abatimiento, mientras 
que al resto de la ganancia patrimonial no le 
resultarían de aplicación los coeficientes de 
abatimiento.

Ejemplo:

Supongamos que se obtiene una ganancia 
de 310.000 euros por la transmisión de un 
inmueble (una vez aplicada la corrección 

monetaria). Si el inmueble se adquirió el 
día 20 de enero de 1977 y se vende el día 
20 de enero de 2008, tributará una trein-
taunava parte de la ganancia.

Siendo el período de tenencia de 31 años, 
cada año se habrá obtenido una ganan-
cia de 10.000 euros, por lo que se debe-
rá distinguir entre la parte de la ganancia 
imputable al período transcurrido hasta 
20 de enero de 2006 (29 años) y aquella 
otra parte de ganancia imputable al perío-
do transcurrido desde el día 20 de enero 
de 2006 y la fecha de transmisión (en el 
ejemplo, 2 años). 

Para la ganancia imputable al primer pe-
ríodo (la generada con anterioridad a 20 
de enero de 2006) resultarán de aplicación 
los coeficientes de abatimiento y puesto 
que el inmueble se adquirió en 1977, en el 
ejemplo, no se deberá tributar por dicha 
ganancia. 
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Por la parte de ganancia correspondien-
te al segundo período, la generada con 
posterioridad a 20 de enero de 2006 (en 
nuestro ejemplo dicha ganancia asciende 
a 20.000 euros) tributará en principio a 
un 18% (tipo impositivo previsto para las 
ganancias patrimoniales que procedan de 
transmisiones patrimoniales en la base 
imponible del ahorro).

En un contexto económico como el actual, es 
muy probable que muchas inversiones inmo-
biliarias efectuadas antes de 31 de diciembre 
de 1994 sigan teniendo beneficios latentes. 
Aquellos contribuyentes que tengan tomada 
la decisión de desinvertir, verán como el efec-
to “linealización” de la ganancia patrimonial 
les perjudicará fiscalmente si la desinversión 
tarda en llegar, lo cual no es descartable en 
un mercado inmobiliario aletargado como el 
actual. En efecto, cuanto mayor sea el tiem-
po que transcurra hasta que se materialice la 
transmisión, menor será la parte de ganancia 
patrimonial generada hasta 20 de enero de 
2006 que se podrá beneficiar de la aplicación 
de los coeficientes de abatimiento. Y al contra-
rio, cuanto antes pueda efectuarse la transmi-
sión, menor será el perjuicio apuntado. 

Regla especial

Para los valores admitidos a negociación y 
para determinadas acciones o participaciones 
en institu-ciones de inversión colectiva se utili-
za la siguiente regla especial:

• Si el valor de transmisión fuera igual o 
superior al que corresponda a los valo-
res, acciones o participaciones a efectos 
del Impuesto sobre el Patrimonio del año 
2005 se deberá distinguir entre la parte de 
la ganancia generada con anterioridad y 
con posterioridad a 20 de enero de 2006. 
La parte de la ganancia que se considera 
generada con anterioridad a 20 de enero 
de 2006 se calculará tomando como va-
lor de transmisión el que corresponda a 
las acciones a efectos del Impuesto sobre 
el Patrimonio del año 2005 y se aplicarán 
respecto de la misma los coeficientes de 
abatimiento según su periodo de perma-
nencia hasta 31 de diciembre de 1996.

• Si el valor de transmisión fuera inferior al 
valor correspondiente del Impuesto sobre 
el Patrimonio del año 2005, se entenderá 
que toda la  ganancia patrimonial se ha 
generado con anterioridad a 20 de enero 
de 2006 y por tanto se reducirá aplicando 
los coeficientes de abatimiento según su 
período de permanencia hasta 31 de di-
ciembre de 1996.

Ejemplo 

Supongamos que se tienen unas acciones 
adquiridas el día 20 de enero de 1980 por 
50.000 euros y que el valor de las acciones 

en el Impuesto sobre el Patrimonio en el 
año 2005 es de 200.000 euros. 
Si se venden estas acciones el día 20 de 
enero de 2008 la tributación sería:

a) Valor de transmisión = 210.000 euros.  
En este caso se aplicaría la regla que con-
sidera que la ganancia correspondiente al 
tiempo transcurrido desde el 20 de enero 
de 2006 es de 10.000 euros, ya que la ga-
nancia correspondiente a la parte no sujeta 
sería tomando como valor de transmisión 
200.000 euros. Por tanto, la tributación 
sería de 10.000 x 18% = 1.800 euros.

b) Valor de transmisión = 190.000 euros. 
En este caso no se tributaría, ya que la to-
talidad de la plusvalía obtenida (160.000 
euros) se debería reducir por aplicación 
de los coeficientes de abatimiento. Por el 
hecho de que el valor de transmisión ha-
bría sido inferior al valor de las acciones a 
efectos del Impuesto sobre el Patrimonio 
correspondiente al año 2005.

En el año 2008 la mayoría de las posiciones 
en renta variable y fondos de inversión están 
en valores inferiores a los existentes a 31 de 
diciembre de 2005 (fecha de devengo del Im-
puesto sobre el Patrimonio de dicho año), de 
modo que las eventuales ganancias patrimo-
nales que se pongan de manifiesto al deshacer 
estas inversiones podrán beneficiarse en su 
integridad de la aplicación de los coeficientes 
de abatimiento. 

Instrumentos de cobertura del riego de va-
riación de los tipos de interés variable de los 
préstamos hipotecarios para la adquisición 
de vivienda habitual

Desde finales del año 2003 las entidades de 
crédito vienen obligadas, por mandato legal, 
a ofrecer a aquellos de sus clientes a quienes 
hayan concedido préstamos hipotecarios para 
la adquisión de su vivienda habitual, la posi-
bilidad de contratar un instrumento derivado 
para cubrir el riesgo de variación del tipo de 
interés variable del préstamo. 

El legislador, previendo en aquel año un es-
cenario de subida de tipos de interés (como 
finalmente ha sucedido) que pudiera hacer 
especialmente oneroso el pago de las cuotas 
de los préstamos, reguló esta herramienta que 
permite al contribuyente-prestatario “topar” la 
cantidad a pagar en concepto de intereses del 
préstamo hasta el umbral que se pacte con 
la entidad de crédito con quien se contrate el 
derivado. 

Muchos contribuyentes, impulsados por un cri-
terio prudente, han hecho uso de esta posibili-
dad en los últimos años y han suscrito derivados 
de todo tipo para evitar el riesgo de un fuerte 
aumento de la cuota del préstamo por el efecto 
de la subida del índice de referencia de su prés-
tamo hipotecario. La mecánica de estos instru-

mentos derivados determina que, frente al pago 
de una prima por parte del contribuyente, si el 
tipo de interés excede del umbral acordado con 
el banco, el contribuyente (deudor del préstamo) 
percibirá rentas que le permitirán compensar el 
interés finalmente pagado. 
Desde el punto de vista del IRPF del contri-
buyente-prestatario, no debe olvidarse lo si-
guiente: 

• La prima pagada por la contratación del 
derivado aumenta la base de deducción 
por inversión en vivienda habitual. 

• Las rentas percibidas por la efectividad 
de la cobertura se encuentran exentas de 
tributación, aunque el importe obtenido 
minorará la base de deducción por inver-
sión en vivienda habitual.  

Deflactación de las escalas de gravamen y 
otros parámetros de cuantía fija con inciden-
cia en la tributación

Por último, no conviene olvidar que para el 
IRPF de este año 2008 las escalas de grava-
men general y autonómica han sido deflacta-
das en un 2%, y lo mismo ha sucedido con 
otros parámetros de cuantía fija que inciden 
en el cálculo de la cuota, como es el caso de 
los mínimos por contribuyente y por descen-
dientes o las reducciones por la obtención de 
rentas del trabajo.

De este modo se incrementa el importe de 
los tramos de la escala para adecuarse a la 
inflación, evitándose un aumento encubierto 
de la carga fiscal. Como es sabido, las rentas 
del trabajo suelen experimentar una adecua-
ción al incremento de los precios, al coste de 
la vida, mediante subidas salariales que nor-
malmente van en paralelo con el incremento 
del IPC y que neutralizan la pérdida de poder 
adquisitivo. Si como consecuencia de dicho 
aumento en las rentas tributables no se pro-
duce, en la misma proporción, un aumento 
del importe de los tramos de la escala de gra-
vamen, se produciría la circunstancia de que 
muchos contribuyentes “saltarían” de tramo 
en la escala y verían cómo sus rentas del tra-
bajo acabarían sometidas a un mayor tipo de 
gravamen, con el consiguiente efecto de subi-
da del impuesto a pagar. 

Pues bien, este indeseado efecto se evita en el 
IRPF del 2008 mediante la deflactación de las 
escalas, aumentando el importe de las rentas 
de cada tramo y evitando el comentado “sal-
to” de tramos. Únicamente cabe apreciar que 
este efecto se corrige parcialmente, ya que, no 
olvidemos, la inflación no está en el 2% sino 
en un porcentaje superior. 
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Entrevista a Salvador Ordóñez Delgado
Por Cristina Pascual | Periodista

¿Cómo es su relación con este Colegio? ¿Ha-
bían colaborado previamente?

Sí. Estuve presente en el último Congreso 
Nacional del Colegio celebrado en Santander. 
También recibí este mismo nombramiento por 
parte del Colegio de Titulados Mercantiles de 
Alicante. Mi relación con el Colegio viene de la 
Escuela Germán Bernacer, que es una Escuela 
de Ciencias Empresariales a la que siempre he 
estado muy ligado.

¿Qué papel cree que deben jugar los Colegios 
profesionales en la sociedad actual?

No es nada nuevo que todas las profesiones 
reguladas por Ley cuentan con estas asocia-
ciones y Colegios profesionales. Está con-
templado en el artículo 36 de la Constitución 
y tienen una legislación un tanto antigua que 
con el paso del tiempo se ha ido actualizando, 
incluyendo varios cambios y reformas. En es-
tos momentos existe un anteproyecto de ley 
de libre acceso que creo 
que puede ser un 
tema impor-

tante donde se contempla la actividad de los 
colegios profesionales. Además, hace algunas 
semanas tuvo lugar la transposición de la 
directiva europea de colegiaciones profesio-
nales. Todo esto demuestra que estamos en 
un momento importante para los Colegios 
que, junto a la ordenación de los grados uni-
versitarios, muestra como los Colegios tienen 
un papel destacado en la sociedad. A mí me 
parece que tienen frente a ellos un espléndi-
do futuro, aunque tendrán que hacer nuevas 
cosas, pensar en nuevas formas de actuación 
e incluso dejar de lado algunos aspectos del 
pasado. En definitiva, les auguro un futuro 
muy favorable.

¿Cuál es su valoración acerca del último cur-
so académico de la UIMP en Santander?

“Los Colegios Profesionales y las universidades deberían llegar a un acuerdo para fijar 
los contenidos docentes que cubran la demanda social”

Salvador Ordóñez Delgado, rector de la 

Universidad Internacional Menéndez Pela-

yo desde noviembre de 2006, es licenciado 

en Ciencias Geológicas por la Universidad 

Complutense de Madrid donde se doctoró e 

impartió clases entre los años 1974 y 1992. 

En ese año se incorporó a la Universidad de 

Alicante como catedrático de Petrología y 

Geoquímica; ocupó el cargo de rector de 

la UA desde el 14 de junio de 2001 hasta 

que fue nombrado Secretario de Estado de 

Universidades e Investigación el 20 de abril 

de 2004

¿Cómo se siente al recibir este galar-
dón de Colegiado de Honor por parte 
del Colegio de Titulados Mercantiles y 
Empresariales de Cantabria?

Siento un enorme agradecimiento; 
siempre es muy agradable recibir un 
reconocimiento así y más cuando viene 
de una Institución como esta que tiene 
tras de sí una historia y una trayectoria 
intachables. Este sentimiento de orgu-
llo y felicidad se mezcla también con 
una parte muy importante de compro-
miso. Entrar a formar parte de un Cole-
gio o Institución, aunque sea de forma 
honorífica, siempre requiere un cierto 
ejercicio de responsabilidad. Por ello, 
me gustaría destacar que, en la medida 
de lo posible, ayudaré y colaboré con 
este Colegio que me ha nombrado Co-
legiado de Honor.A
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La verdad es que ya estamos trabajando en 
el 2009 y por eso el 2008 lo vemos, en cierto 
modo, como algo lejano. Sin embargo, en el 
curso 2008, en el que se ha cumplido el 75 
aniversario de la Universidad, hemos tenido 
una programación docente de enorme cali-
dad, la mejor que hemos podido; siempre 
se puede mejorar y no todo sale como uno 
quiere, pero realmente estoy muy feliz con 
los resultados. Aun estamos elaborando los 
datos arrojados por las encuestas de valora-
ción realizadas por los estudiantes. Sin em-
bargo, lo que si puedo confirmar es que el 
número de alumnos creció de manera con-
siderable y que el impacto mediático ha sido 
enorme. Creo que hemos traído a Santander 
actividades culturales de ámbito internacio-
nal que prestigian a esta ciudad que, al fin y 
al cabo, es lo que deseamos.

¿Cómo defendería la candidatura de Santan-
der 2016 a la capitalidad de la cultura?

La apoyamos totalmente. Santander cuen-
ta con elementos científicos, culturales y de 
tradición de gran valor y tiene mucho en qué 
apoyarse. Habrá que hacer un gran esfuerzo 
porque hay muchos candidatos y todos inten-
tarán hacerlo lo mejor que puedan. La UIMP 
estará ahí para ayudar y colaborar con las au-
toridades en todo lo que sea posible con la 
intención de conseguir este objetivo, que tam-
bién sentimos como propio.

¿Qué le parece la adaptación de la Universi-
dad española al Espacio Europeo de Educa-
ción Superior?

Todavía es un poco pronto para hablar de 
ello, ya que los primeros títulos comenzaron 
en septiembre. Habrá que ir dando pequeños 
pasos, dando forma a muchas cosas, hacien-
do estudios y evaluaciones, ofreciendo nuevos 
grados y acostumbrándonos a nuevas formas 
de educación, primero los grados, luego los 
máster... Estoy seguro de que la Universidad 
será mucho más atractiva para todos los estu-
diantes, no solo a nivel nacional, sino también 
para aquellos alumnos extranjeros que quieran 
estudiar en nuestras universidades. Yo apos-
taría por promover mucho más las relaciones 
internacionales, por compartir titulaciones 
con otros países y crear una universidad plural 
en idiomas,  en cultura, en ideas…

¿Cree que la investigación debe ser una de 
las grandes apuestas de la Universidad espa-
ñola?

La Universidad se compone de tres partes. 
La inicial de transmisión del conocimiento, la 
segunda que hace referencia a la creación de 
conocimiento a través de la investigación y la 
tercera, que es la transferencia de ese cono-
cimiento a la sociedad, ámbito que tiene que 
ver con, por ejemplo, todo lo relacionado con 
el I+D+i. La investigación es algo consustan-
cial a la  Universidad. 

En la cumbre de Berlín 2003 se planteó que 
el Espacio Europeo de Educación Superior y 
el Espacio de Investigación Europeo debían 
confluir. Dicho esto, creo que la investigación 
es un aspecto muy importante, con un peso 
reseñable dentro del engranaje de la Univer-
sidad. Sin embargo, debe complementarse y 
nunca dejar de lado la docencia y la formación 
del profesorado; estas cuestiones no debieran 
abandonarse en aras de la investigación; debe 
buscarse el equilibrio entre ambas cuestio-
nes.

Usted ha dicho en alguna ocasión que “la 
gestión universitaria se puede mejorar con 
un modelo empresarial”, ¿podría ahondar un 
poco más en esta afirmación?

Creo que la gestión de las universidades públi-
cas debe ser transparente, ya que los ciudada-
nos que financian nuestra actividad deben de 
conocer con todo detalle qué es lo que hace-
mos con esos fondos y en qué los aplicamos. 
Creo que, en este sentido, el Consejo Social 
de las Universidades está cumpliendo un gran 
papel y le animo a seguir en esta línea. En Es-
paña, la Universidad está muy bien gestionada 
y muchas Administraciones  deberían tomar 
buena nota de ella.

El Colegio de Titulados Mercantiles y Empre-
sariales de Cantabria ha creado una Platafor-
ma para evitar que la UC elimine el Grado de 
Diplomado en Ciencias Empresariales. ¿Qué 
opina al respecto?

Yo creo que en Europa hay muchos títulos con 
el nombre genérico de Negocios que cubren, 
más o menos, el espectro de lo que aquí co-
nocemos como Empresariales. Yo pienso que 
bajo un mismo nombre puede haber muchas 
formas de adaptarse a lo que la sociedad de-
manda. En cuanto al asunto de las titulaciones 
y los nuevos Grados Universitarios creo que 

debemos fijarnos en los contenidos y no tanto 
en los nombres, ya que ahí es donde reside la 
esencia de dichos estudios. Los Colegios Pro-
fesionales y las universidades deberían llegar 
a un acuerdo para fijar contenidos que sean 
capaces de cubrir la demanda real de la so-
ciedad. Por otro lado, quisiera destacar que el 
modelo de profesiones europeas que se plan-
tean en la actualidad están teniendo muy en 
cuenta otros aspectos, no solo académicos, 
como son la experiencia y la formación conti-
nua; ahí es donde los Colegios tienen mucho 
que hacer. En este sentido se que el Colegio de 
Titulados Mercantiles y Empresariales de Can-
tabria está haciendo un gran trabajo, con nu-
merosos cursos y actividades que, en algunos 
casos, se llevan a cabo de manera transversal 
con otros Colegios.

¿Cuáles son los próximos proyectos de la 
Universidad Internacional Menéndez Pela-
yo?

En la  Universidad Internacional Menéndez 
Pelayo tenemos proyectos infinitos, como 
siempre. En estos momentos estamos in-
mersos en la preparación del curso estamos 
curso 2009 y lo estamos haciendo con mu-
cho cariño. Buscamos mejorar continuamen-
te y pensamos introducir algunas novedades; 
queremos preparar algo bueno en el ámbito 
de la física y estamos convencidos de que la 
poesía es un camino muy interesante por el 
que vamos a seguir caminando. También pre-
tendemos ofertar más talleres; yo soy un gran 
admirador de este tipo de formación, ya que 
permite que un grupo pequeño de personas 
trabaje bajo la tutela de uno o varios profesio-
nales. En los talleres se trabaja y, al final, los 
alumnos obtienen resultados tangibles. Opino 
que es una experiencia con profesionales muy 
positiva  para el alumno, por la que vamos a 
seguir apostando en el futuro.
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El rescate público de 
los mecanismos para la evasión 
fiscal del BANCO DEXIA
Juan Hernández Vigueras | Comité de Apoyo de Attac
Artículo publicado el 28 de octubre de 2008 en la página web de ATTAC Madrid
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¿Para qué tenía el asegurador estadouniden-
se asociado esas sociedades en paraísos fis-
cales? 

El caso del banco europeo Dexia ilustra la di-
mensión conservadora de las intervenciones 
de los gobiernos europeos para rescatar el 
sistema bancario pero manteniendo los me-
canismos opacos y las prácticas desleales que 
han generado la profunda incertidumbre que 
reina en las bolsas y mercados.
 
Cuando ya se evidenciaba la tensión en Wall 
Street provocada por los impagos de las hi-
potecas subprimes, el informe financiero del 
Grupo Dexia para 2007 sostenía que “la so-
lidez financiera de Dexia está confirmada: la 
crisis de los créditos hipotecarios ´subprimes´ 
y del sector financiero no ha tenido un impac-
to significativo sobre la calidad de los activos 
del Grupo”.
 
Sin embargo, meses más tarde se desploma-
ban sus acciones, hasta un 30 % a principios 
de Octubre 2008, porque las restricciones en 

el crédito interbancario le impedían a Dexia la 
continuación de sus negocios especulativos. Y 
los gobiernos francés, belga y luxemburgués 
se apresuraron a recapitalizarlo inyectándole 
6,400 millones de euros de los contribuyentes 
para mantener a flote a un banco situado en el 
puesto número 15 de la Eurozona. Según algu-
nas informaciones, las dificultades financieras 
provenían de la Financial Security Assurance, 
el brazo estadounidense del Grupo Dexia de-
dicado al aseguramiento del crédito arriesga-
do con bonos “monoline”.
 
El gobierno belga afrontaba su segunda salva-
ción de un banco en 24 horas, tras el rescate 
de Fortis junto con los gobiernos holandés 
y luxemburgués. Y el gobernador del Banco 
central de Francia declaraba que el sistema 
bancario francés era uno de los más sólidos 
del mundo y que no había razones para el 
pánico. Y gracias a este rescate financiero al 
terminar Octubre, Dexia se mantiene entre las 
entidades con más altas calificaciones de ries-
go crediticio (AA+ de la Agencia Fitch / AA de 
Standard & Poor’s / Aa2 de Moody’s) que le 

permiten seguir atrayendo a su clientela pú-
blica y privada.
 
Política local y finanzas globales
 
El caso reviste particular importancia ya que 
las comunas belgas dependen de la suerte de 
Dexia, que cubre el 80 por ciento de sus nece-
sidades de financiación. Y que precisamente 
por eso los ayuntamientos belgas son sus ac-
cionistas vía una sociedad holding municipal; 
y asimismo el Consejo de administración de 
Dexia cuenta en su seno a los tres pilares po-
líticos tradicionales de la sociedad belga, los 
cristianos, socialistas y liberales según infor-
mación del periódico belga Le Soir . El 7 de 
Octubre elegía como nuevo presidente del 
Consejo de Dexia al ex primer ministro belga 
Jean-Luc Dehaene y ex vicepresidente de la 
Convención europea
 
El Grupo Dexia surgió de la fusión bancaria 
de dos principales operadores europeos en la 
financiación de las entidades públicas locales 
como el Crédit Local en Francia y el Crédit Co-
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munal en Bélgica. Uno de tantos ejemplos del 
proceso de financiarización de las economías 
europeas, de un desarrollo financiero que ha 
ido controlando los resortes económicos pú-
blicos y privados. En Bélgica Dexia ejerce ac-
tividades de banca minorista con una amplia 
gama de servicios para su clientela doméstica, 
que abarca el amplio mercado de la financia-
ción de grandes obras de infraestructuras. 
Otra rama del Grupo, la Dexia BIL, Dexia Ban-
que Internacionale de Luxemburgo con su red 
de filiales propias ejerce desde el Gran Ducado 
la private banking o banca personalizada para 
la gestión de las grandes fortunas europeas; 
algo que silencian muchas informaciones so-
bre este rescate con dinero público europeo. Y 
desde el 2000, se había incorporado al Grupo 
Dexia la aseguradora estadounidense Finan-
cial Security Assurance Inc. (FSA) origen de la 
prequiebra bancaria.
 
Un fracaso del negocio especulador
 
Aunque el asunto de las causas de la situación 
de prequiebra del Grupo Dexia apenas se han 
esbozado en la prensa, se sabe de los negocios 
especulativos en los mercados financieros que 
realizaba la FSA mediante sus dos filiales en 
las Isla Bermudas (Financial Security Assuran-
ce International Ltd y la XL Financial Assuran-
ce Ltd) y su otra filial en las islas Caimán (FSA 
global Funding Ltd). Dos territorios británicos 
que son microestados caribeños de facto que 
gozan del aval de la Unión Europea como se 
analiza en La Europa opaca de las finanzas.
 
¿Para qué tenía el asegurador estadouniden-
se asociado esas sociedades en paraísos fis-
cales? Pues como en tantos otros casos se 
trataba excluir de su contabilidad el exceso 
de riesgo que asumía con esos fondos de in-
versión. 

 Esa modalidad de “finanzas estructuradas”, 
o “conductos” como también son llamados, 
le permitía a FSA ejercer de emisor de bonos 
respaldados por efectos comerciales, los fa-
mosos ABS (asset backed securities). Con 
endeudamiento adquiría créditos de riesgo 
como los valores subprimes, que le servían 
para respaldar la emisión de obligaciones 
(ABS) con qué recaudar dinero. Como todo el 
mundo creía que el mercado inmobiliario es-
tadounidense iba a seguir creciendo indefini-
damente, esos bonos siguieron vendiéndose 
hasta que se produjeron los impagos de los 
créditos subprimes que les respaldaban. Los 
títulos emitidos por Dexia perdieron valor y las 
cuentas del Grupo acusaron las pérdidas, por-
que no lograban préstamos de otros bancos 
para superar la llamada crisis de liquidez que 
en realidad era una situación de insolvencia.
 
Los rescates avalan los mecanismos offshore 
para la evasión fiscal
 
Aunque los ciudadanos francófonos pare-
cen estar muy sensibilizados ante el impago 
de impuestos vía paraísos fiscales, lo cierto 
es que la inyección financiera franco-belga-
luxemburguesa al Grupo Dexia ha mantenido 
asimismo sus mecanismos para la gestión de 
patrimonios particulares y de fondos de inver-
sión mediante la llamada ingeniería financiera 
y la planificación fiscal, que sin duda reduce los 
ingresos públicos en este caso de los gobier-
nos salvadores del banco; y asimismo siguen 
en pie las filiales offshore de Financial Security 
Assurance, la rama estadounidense para el ne-
gocio asegurador de bajo coste fiscal.
 
El Grupo Dexia sigue disponiendo de su am-
plia red de bancos filiales en relevantes plazas 
financieras como Bruselas, Madrid, Copenha-
gue y también en relevantes centros offshore 

como Suiza, el Principado de Mónaco (Dexia 
Private Bank Mónaco S.A.M), Jersey (Dexia 
Private Bank Jersey Ltd), Bahrein (Dexia Priva-
te Bank (Switzerland) Ltd. ) y Singapur (Dexia 
BIL Singapore Branch), según la información 
disponible. De la sede princi. De la sede prin-
cipal del Dexia private Bank (Switzerland) Ltd 
en Zurich dependen las filiales de este banco 
en Basilea, Ginebra, Lugano y también en 
Bahrein, otro paraíso fiscal de la lista de la 
OCDE.
 
Y desde las islas del Canal, Dexia Private Bank 
Jersey proclama su experiencia de banca privada 
desde 1995 con una filosofía claramente anglo-
sajona para “una clientela exigente con necesi-
dades complejas de gestión internacional de sus 
patrimonios”, según nos dice en su sitio web. 
Porque aumentar las rentabilidades con evasión 
de impuestos en origen requiere técnicas sofisti-
cadas y experimentadas.
 
De los actuales rescates bancarios europeos hay 
dos conclusiones evidentes hasta la fecha. 
 
La primera es que la intervención de los gobier-
nos europeos en el caso del banco Dexia como 
en los muchos otros rescates en la UE y los pla-
nes de avales estatales al endeudamiento banca-
rio no han logrado restablecer la confianza en el 
funcionamiento del sistema bancario que era su 
propósito político declarado.
 
La segunda, que esos planes gubernamentales 
no han intentado siquiera la modificación de la 
operativa financiera que integra “el sistema ban-
cario en la sombra” con sus hedge funds, sus 
“conduits”, SIVs y demás mecanismos de las 
“finanzas estructuradas” que incentivan la espe-
culación financiera descontrolada en mercados 
opacos en detrimento del interés de las empre-
sas productivas y de los ciudadanos en general.
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Los desarrollos reglamentarios 
de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, 
de medidas para la prevención del fraude fiscal
Leopoldo Pons Albentosa. | Economista. Inspector de Hacienda del Estado en excedencia. Socio Director de Leopoldo Pons Abogados y Economistas.

Sumario. 

La Ley de Lucha contra el Fraude no había encon-
trado hasta ahora los desarrollos reglamentarios 
esperados tanto en materia de sociedades, acuer-
dos amistosos en el ámbito internacional, así como 
otras modificaciones reglamentarias que se acomo-
daran reglamentariamente con las modificaciones 
introducidas por la referida Ley. Después del infor-
me del consejo de estado la solución reglamentaria 
viene de la mano de las siguientes normas: 

- Real Decreto 1793/2008, de 3 de noviembre, 
por el que se modifica el Reglamento del Im-
puesto sobre Sociedades, aprobado por el Real 
Decreto 1777/2004, de 30 de julio. 

- Real Decreto 1794/2008, de 3 de noviembre, 
por el que se aprueba el Reglamento de pro-
cedimientos amistosos en materia de imposi-
ción directa. 

- Real Decreto 1804/2008, de 3 de noviembre, 
por el que se desarrolla la Ley 36/2006, de 29 
de  noviembre, de medidas para la prevención 
del fraude fiscal, se modifica el Reglamento 
para la  aplicación del régimen fiscal de las en-
tidades sin fines lucrativos y de los incentivos 
fiscales al mecenazgo, aprobado por el Real 
Decreto 1270/2003, y se modifican y aprueban 
otras normas tributarias. 

El presente trabajo tiene por objeto abordar, den-
tro de los límites de espacio y contexto, la cues-
tión del desarrollo normativo de la Ley 36/2006 
de 29 de noviembre, atendiendo al siguiente ín-
dice temático.

Indice:

1. Modificación del Reglamento del impues-
to sobre Sociedades.

2. Desarrollo reglamentario de la ley 36/2006 
y otras normas tributarias. 

1. Modificación del Reglamento del impues-
to sobre Sociedades.

La Ley 36/2006 de lucha contra el fraude, entre 
otras muchas materias, incorporó una impor-
tante novedad en el marco del Impuesto sobre 
Sociedades en particular, reconfiguró el artículo 
16 del Real Decreto Legislativo 4/2004 al definir 
un nuevo escenario en el mundo de las opera-
ciones  vinculadas en particular, se acomete una 
reforma en profundidad del tema a partir de las 
dos siguientes referencias:

1.- Se sustituye el sistema administrativo y de 
impulso público respecto de posibles regulariza-
ciones derivadas de la conformación de la base 
imponible debidas a operaciones realizadas 
entre entidades vinculadas por la obligación de 
identificación y explicitación de tales ajustes, en 
el caso de que se den, en procesos autoliquidati-
vos y de acción por parte de los sujetos pasivos 
del tributo.

2.- Se incorpora el apartado 8 en el que se re-
dacta lo que en términos del argot profesional 
se define como ajuste secundario, de aquí el 
legislador fiscal incorpora una importantísima 
novedad al reclasificar transacciones mercanti-
les entre socios y sociedad al escenario de los 
dividendos.

El legislador traslada a la solución reglamentaria 
toda la carga de la prueba que, como decíamos, 
corresponde al obligado tributario respecto de 
los criterios que se han seguido para convertir 
la operación vinculada en términos de conve-
niencia a “su valor  normal de mercado”, enten-
diendo por valor normal de mercado aquel que 
se habría acordado por personas o entidades 
independientes en condiciones de libre compe-
tencia.

La Administración por impulso gobernativo, en 
este caso, la Dirección General de Tributos, cons-
truyó, en julio de 2007, y a partir de un borrador 
de proyecto de Real Decreto, el  desarrollo regla-

mentario de la Ley, pero lo hizo, incorporando 
en la misma norma, tanto los desarrollos regla-
mentarios correspondientes a los denominados 
acuerdos amistosos en materia de tributación 
internacional y a los efectos de evitar la doble im-
posición “procamis”,  como  a otro voluminoso y 
heterogéneo conjunto de normas que van desde 
la modificación del Reglamento de la Organiza-
ción y Régimen del Notariado hasta la modifica-
ción del Reglamento para la aplicación del régi-
men fiscal de las entidades sin fines lucrativos y 
de los incentivos fiscales al mecenazgo.

El dictamen preceptivo del Consejo de Estado, de 
18 de septiembre de 2008, que emitió  por unani-
midad la Comisión Permanente, desaconsejaba 
de forma contundente la técnica legislativa ele-
gida, y lo hacía porque se mostraba partidario 
de ubicar cada asunto en un texto normativo 
diferente. El resultado ha dado como materia-
lidad tres nuevos Reales Decretos, de los que 
cabe destacar, el Real Decreto 1793/2008 de 3 de 
noviembre, por el que se modifica el Impuesto 
sobre Sociedades aprobado por Real Decreto 
1777/2004 de 30 de julio, y que en su articulo 
único aborda la nueva redacción del artículo 16 
de la Ley, es decir, determinación de valor normal 
de mercado y obligaciones de documentación de 
las operaciones vinculadas así como los acuer-
dos de valoración previa de operaciones entre 
personas o entidades vinculadas.

 Entrando en el fondo de este nuevo cuerpo 
normativo y en lo relativo al ajuste secundario 
definido en el art 21 bis (diferencias entre el va-
lor convenido y el valor normal de mercado de 
las operaciones vinculadas), merece la pena re-
flexionar sobre el significado de su apartado 3, 
que literalmente manifiesta que la renta puesta 
de manifiesto por la diferencia entre el valor nor-
mal de mercado y el valor convenido, podrá ser 
distinta de la prevista en el texto, cuando se acre-
dite una causa diferente de las contempladas en 
el citado texto.  
 
La modificación reglamentaria ha aprovechado 
la ocasión para incorporar asuntos nada bala-
díes, como la Disposición Transitoria Tercera, de 
entrada en vigor de las obligaciones de informa-
ción y “master files”, que será exigible a partir 
de los tres meses siguientes al 19 de noviembre 
de 2008,  es decir, a partir del 19 de febrero del 
2009, hasta todo un precepto dedicado a la 
amortización de elementos patrimoniales del 
inmovilizado material, intangible e inversiones 
inmobiliarias, por citar temas iconográficos. Na-
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turalmente este vuelapluma no tiene carácter ex-
haustivo y no recorre, por razones de espacio, el 
resto de materias que serán de obligada lectura 
por todos nosotros. 

2. Desarrollo reglamentario de la ley 36/2006 y 
otras normas tributarias. 

A continuación nos ocupamos con un acento 
mas técnico y jurídico, del contenido del Decreto 
que desgajado de ese primer y único escenario 
propuesto en el proyecto, se ocupa de las modi-
ficaciones reglamentarias de la Ley 36/2006 así 
como otras normas tributarias, es decir, el Real 
Decreto 1804/2008 de 3 de noviembre,  dejando 
para mejor ocasión y atención la solución regla-
mentaria dedicada a los acuerdos amistosos 
“procamis”, a los que anteriormente hicimos 
referencia.

En este sentido, el nuevo Real Decreto 1804/2008 
de 3 de noviembre, por el que se desarrolla la 
Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas 
para la prevención del fraude fiscal, se modifi-
ca el Reglamento para la aplicación del régimen 
fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de 
los incentivos fiscales al mecenazgo, aprobado 
por el Real Decreto 1270/2003, y se modifican y 
aprueban otras normas tributarias, que fue pu-
blicado el pasado 18 de noviembre de 2008, vie-
ne a introducir a través de su articulado una serie 
de novedades que se sintetizan, en primer lugar, 
en el desarrollo sustantivo de la Ley 36/2006, de 
29 de  noviembre, y en segundo lugar, en ciertas 
modificaciones de normas tributarias introduci-
das por la Ley 36/2006. 

Así, en lo relativo al desarrollo normativo, la Dis-
posición Adicional Tercera establece, para las 
compañías suministradoras de energía eléctrica, 
una obligación periódica de suministro de infor-
mación, por la cual deberán comunicar a la Ad-
ministración Tributaria los datos identificativos 
del contratante y de aquellos a cuyo cargo proce-
da efectuar el cobro de las correspondientes fac-
turas, cuando no coincidan con los contratantes, 
así como la referencia catastral del inmueble, su 
localización y otros datos relativos al suminis-
tro eléctrico, tales como la potencia contratada 
y el consumo anual, la ubicación del punto de 
suministro y la fecha de alta del mismo. Esta 
disposición tiene como objeto prevenir el fraude 
en el sector inmobiliario, pretendiendo detectar 
posibles arrendamientos no declarados por los 
propietarios de los inmuebles. 

Igualmente se especifican cuales son las cotiza-
ciones a la Seguridad Social consideradas como 
“impuesto idéntico o análogo al Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas” a efectos de de-
terminar la existencia de nula tributación en un 
país o territorio (Disposición adicional Primera), 
y se determinan las “limitaciones en el intercam-
bio de información tributaria” con otros países o 
territorios que originan que ese intercambio de 
información no se considere efectivo (Disposi-
ción Adicional Segunda). 

Estableciendo, la Disposición Final Cuarta, una 
habilitación al Ministro de Economía y Hacienda 
para establecer las condiciones y requisitos para 
la aceptación de otras garantías distintas del aval 
o certificado de seguro de caución en los aplaza-
mientos o fraccionamientos del pago de deudas 
tributarias.

Por lo que respecta a las restantes normas que 
vienen a modificar a su vez otros cuerpos legales 
(en este caso Reglamentos), se introducen por 
este nuevo Real Decreto 1804/2008, de 3 de no-
viembre, las siguientes modificaciones: 

Se modifica el Reglamento de la organización 
y régimen del notariado, aprobado por Decreto 
de 2 de junio de 1944. En este sentido, la Ley 
36/2006 ya modificó determinados artículos 
de la Ley Hipotecaria, de 8 de febrero de 1946, 
estableciendo la obligatoriedad de consignación 
del número de identificación fiscal (NIF) y de los 
medios de pago empleados en las escrituras no-
tariales relativas a actos y contratos sobre bienes 
inmuebles. No obstante, a fin de lograr una ade-
cuada coordinación normativa, se introducen 
algunas modificaciones en el citado Reglamento 
de la organización y régimen del notariado. 

Se modifica el Reglamento general del régi-
men sancionador tributario, aprobado por Real 
Decreto 2063/2004, de 15 de octubre. La Ley 
36/2006 dió nueva redacción al artículo 180 
de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, y eliminó el trámite de audiencia del 
interesado previsto en dicho precepto de forma 
previa a la remisión del expediente al Ministerio 
Fiscal por posible delito contra la Hacienda Pú-
blica. En tal sentido, se modifica ahora la redac-
ción del artículo 32 del Reglamento general del 
régimen sancionador tributario, incorporándose 

un nuevo tramite de informe del servicio jurídico 
con carácter previo a la remisión del expediente 
a delito fiscal. 

Se modifica el Reglamento del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas, aprobado por 
Real Decreto 439/2007, de 30 de marzo. Dos de 
las variaciones que se llevan a cabo en el articu-
lado de este reglamento (las de los artículos 93 y 
103) derivan directamente de una novedad intro-
ducida por la Ley 36/2006 en el texto refundido 
de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, la del 
llamado ajuste secundario, que tiene su reflejo 
en el cálculo de la base de retención o de ingreso 
a cuenta de rendimientos del capital mobiliario 
en el impuesto sobre la renta de las personas 
físicas. Así como otras dos modificaciones de 
este reglamento, establecidas en la disposición 
final tercera.

Se modifica el Reglamento para la aplicación del 
régimen fiscal de las entidades sin fines lucra-
tivos y de los incentivos fiscales al mecenazgo, 
como consecuencia de las modificaciones que la 
ley 35/2006 introdujo en la ley 49/2002, de 23 
de diciembre.

Se modifica el Reglamento del Impuesto sobre 
la Renta de No Residentes, aprobado por Real 
Decreto 1776/2004, de 30 de julio. En este caso 
la norma que se introduce en el reglamento 
del impuesto,  también se refiere al cálculo de 
la base de retenciones o ingresos a cuenta de 
rendimientos de capital mobiliario, cuando la 
obligación de retener o ingresar a cuenta se ori-
gine como consecuencia del mencionado ajuste 
secundario. 

Por último, se modifica el Reglamento general de 
las actuaciones y los procedimientos de gestión 
e inspección tributaria y de desarrollo de las nor-
mas comunes de los procedimientos de aplica-
ción de los tributos, aprobado por Real Decreto 
1065/2007, de 27 de julio. Se da nueva redacción 
al artículo 147 de este reglamento, ampliando 
los supuestos que facultan a la Administración 
para revocar el número de identificación fiscal, 
posibilitándolo cuando se crean sociedades con 
el exclusivo propósito de intervenir en operacio-
nes de fraude como, por ejemplo, en los casos 
en que se declara la realización de actividades 
económicas inexistentes, cuando se constituye 
una sociedad por varios fundadores sin que se 
lleve a cabo actividad económica alguna, cuan-
do se constata que un mismo capital ha servido 
para constituir una pluralidad de sociedades, o 
cuando hay un domicilio falso o aparente para el 
desarrollo de la actividad económica, la gestión 
administrativa o la dirección del negocio. 

Este trabajo es el resultado de una redacción cir-
cunscrita a las restricciones de espacio y de for-
mato, como hemos anunciado en el desarrollo 
del presente artículo. Sin embargo ha sido nece-
sario realizar una inmersión más en profundidad 
sobre el tema para la cual he contado con la ines-
timable ayuda de Francisco Martorell, Abogado 
del Despacho Leopoldo Pons S.L. 
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¡Profesionales, 
Dios os coja confesados!
José Miguel Madrid Obregón. | Economista de  GESTISA S.A.

En los últimos tiempos, con motivo de la re-
ciente entrada en vigor de la Ley 2/2007, de 
Sociedades profesionales, se ha originado una 
preocupante polémica en relación con la tribu-
tación de los socios profesionales. El ojo del 
huracán, está en la calificación de la remune-
ración que estos socios perciben de la entidad, 
es decir, si nos encontramos ante retribucio-

nes del trabajo o rendimientos de actividades 
económicas. Al margen de las diferencias de 
tratamiento que ambos tipos de rendimientos 
tienen en el Impuesto sobre la renta y su suje-
ción a retención, a nadie se le escapa la impor-
tancia que dicha calificación tiene a efectos del 
Impuesto sobre el Valor añadido.

No se si para añadir luz o más fuego a la po-
lémica, la consulta vinculante V-1492-08 de 
la Dirección General de Tributos desvela las 
primeras interpretaciones que hace la Admi-
nistración sobre el particular. En dicha con-
sulta planteada, por una sociedad dedicada a 
la realización de servicios de asesoría legal y 
tributaria, en base a una Sentencia del Tribunal 
Supremo de 7 de noviembre de 2007 y de otra 
del TSJ de Cataluña de 27 de febrero de 2004, 
la DGT viene a desgranar las características 

del contrato de arrendamiento de servicios y la 
del contrato de trabajo. De acuerdo con dichas 
sentencias, “los indicios de dependencia mas 
habituales en la doctrina jurisprudencial son 
seguramente la asistencia al centro de trabajo 
del empleador o el lugar de trabajo designado 
por éste y el sometimiento a horario. También 
se utilizan como indicios, entre otros, el desem-

peño personal del trabajo, compatible en deter-
minados servicios con un régimen excepcional 
de suplencias o sustituciones; la inserción del 
trabajador en la organización de trabajo del 
empleador o empresario, que se encarga de 
programar la actividad; y, reverso del anterior, 
la ausencia de organización empresarial propia 
del trabajador. Indicios comunes de la nota de 
ajenidad, son entre otros, la entrega o puesta a 
disposición del empresario por parte del trabaja-
dor de los productos elaborados o de los servicios 
realizados; la adopción por parte del empresario 
y no del trabajador de las decisiones concernien-
tes a las relaciones de mercado o de las rela-
ciones con el público, como fijación de precios 
o tarifas, selección de clientela, indicación de 
personas a atender; el carácter fijo o periódico 
de la remuneración del trabajo; y el cálculo de 
la retribución o de los principales conceptos de 

la misma, con arreglo a un criterio que guarde 
una cierta proporción con la actividad prestada, 
sin el riesgo y sin el lucro especial, que caracte-
rizan a la actividad del empresario o al ejercicio 
libre de las profesiones”.

Asimismo, existe reiterada Jurisprudencia que 
ha considerado la existencia de la condición 
de socio, como un indicio significativo de la 
inexistencia de las notas de dependencia y aje-
nidad, incluso, como se pone de manifiesto 
en la Sentencia del TSJ de Cataluña anterior-
mente aludida con un porcentaje de participa-
ción del 2,17 %.En esa misma línea, la propia 
DGT manifiesta en dicha consulta que “resulta 
especialmente relevante la condición de socio 
de los profesionales, por cuanto a través de ella 
participan en las decisiones sobre la organiza-
ción de la actividad desarrollada por la entidad 
y, asumen riesgos, diluyendo de esta forma las 
notas de dependencia y ajenidad que pudieran 
existir. Lógicamente este indicio no sería rele-
vante, en caso de que el grado de participación 
de la entidad fuera puramente testimonial o 
una mera apariencia formal, circunstancia esta 
que no se produce en el caso planteado”. Recor-
demos que, este caso, la participación de los 
socios profesionales era del 4%. Concluye la 
consulta de la DGT, manifestando, que “en au-
sencia de las notas de dependencia y ajenidad 
que  caracterizan la obtención de rendimientos 
de trabajo, cabe entender que los socios profe-
sionales ejercen la actividad ordenando por su 
cuenta, aunque los medios materiales para el 
desempeño de sus servicios sean proporcionados 
por la entidad”.

Aspectos jurídicos incluidos en  dicha Ley 
2/2007, como son la institución de la presta-
ción accesoria, la retribución mixta en función 
de la participación en el capital y el valor de 
la prestación accesoria, la responsabilidad 
solidaria de socios y sociedad derivada de las 
actuaciones profesionales, el régimen de ex-
clusión de los socios profesionales o la parti-
cipación obligatoria exigida de los socios pro-
fesionales en los órganos de administración, 
parecen apuntar a la incompatibilidad entre la 
condición de socio profesional y la de trabaja-
dor por cuenta ajena. A pesar de lo anterior, 
en mi opinión, una participación en el capi-
tal que no otorgue mayoría de los derechos 
de voto,  significan para el socio en cuestión, 
la posibilidad de que la entidad proceda a su 
despido (exclusión), lo cual nos acerca a la aje-
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nidad, y por ende, al rendimiento de trabajo. Y, 
por el contrario,  a un socio profesional (por 
ejemplo arquitecto), con una participación del 
60 % en el capital social, ¿podemos imputarle 
rendimientos del trabajo como consecuencia 
de la prestación de servicios profesionales?. 
De acuerdo con lo manifestado en la consulta,  
parece que no.
Por último, la reciente aprobación del RD 
1793/2008, que modifica el Reglamento del 
Impuesto sobre sociedades, incluye en su 
contenido las reglas de determinación del 
valor normal de mercado en las operaciones 
vinculadas, Esta nueva regulación, viene a 
incrementar el riesgo fiscal derivado de  una 
incorrecta calificación de las rentas percibidas. 
Efectivamente, el nuevo artículo 16.6 estable-
ce que el obligado tributario podrá considerar 
que el valor convenido coincide con el valor de 
mercado, cuando se trata de una prestación 
de servicios por un socio profesional, persona 
física, a una entidad vinculada si se cumplen 
los siguientes requisitos:

- Que la entidad sea de reducida dimen-
sión

- Que mas del 75 % de sus ingresos pro-
vengan del ejercicio de actividades profe-
sionales

- Que cuente con medios materiales y per-
sonales adecuados.

-  Que el resultado del ejercicio previo a 
la deducción de las retribuciones de todos 
los socios profesionales sea positivo.

- Que la cuantía de las retribuciones de 
todos los socios profesionales no sea infe-
rior al 85 % del resultado previo, es decir, 
el obtenido con carácter previo a la deduc-
ción de sus propias retribuciones.

- Por último, que la cuantía de las retribucio-
nes de cada socio profesional cumpla los si-
guiente requisitos:

a) Que se determine en función de la con-
tribución efectuada por estos a la buena 
marcha de la sociedad, siendo necesario 
que consten por escrito los criterios cuali-
tativos y/o cuantitativos aplicables.

b) No sea inferior a 2 veces el salario me-
dio de los asalariados de la empresa que 
cumplan funciones análogas a las de los 
socios profesionales. En ausencia de estos 
últimos, la cuantía de las citadas retribu-
ciones, no podrá ser inferior a 2 veces el 
salario medio anual del conjunto de con-
tribuyentes previsto en el Reglamento del 
IRPF. El incumplimiento de este requisito, 
en relación con alguno de los socios-pro-
fesionales, no impedirá la aplicación de lo 
previsto en este apartado a los restantes. 
Con este panorama ser profesional en 
el seno de una sociedad profesional, co-
mienza a ser una actividad de riesgo. 

La correcta calificación de la remuneración 
percibida por los socios-profesionales como 
rendimientos del trabajo o de prestación de 
servicios (actividad económica), al margen de 
la trascendencia mencionada anteriormente 

en el IRPF o el IVA, presenta a partir de la apro-
bación de la modificación del Reglamento del 
IS, un nuevo motivo que aumenta la inquie-
tud; la aplicación del valor normal de mercado 
de las prestaciones en el caso que exista vin-
culación. En ese sentido, recordar que dicha 
norma obliga a atribuir como retribuciones de 
los socios-profesionales al menos el 85% del 
resultado previo de las empresas. ¿Volvemos 
otra vez a la transparencia?

Todas estas circunstancias  llevan, una vez 
más al contribuyente, a situarse ante un nuevo 
caso de inseguridad jurídica, pues la frontera 
entre el rendimiento del trabajo y el derivado 
de actividades económicas nunca ha sido 
asunto pacífico. Cuando la imputación de los 
rendimientos de trabajo a los socios profesio-
nales por su actuación profesional en el seno 
de la sociedad era una práctica generalmente 
aceptada, las nuevas corrientes de opinión 
de algunos expertos en la materia y la propia 
doctrina administrativa, parecen ponerla en 
entredicho.

Soy consciente de la sensación de tremendis-
mo con el que pueden ser interpretados mis 
argumentos, pero habrá que abrir nuestras 
mentes por si acaso. ¿hay quien de más?.
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Entrevista a Ignacio San Juan,
Secretario General del Colegio 

¿Cómo fueron los inicios del Colegio de Ti-
tulados Mercantiles y Empresariales de Can-
tabria? ¿Cuál es la situación del Colegio en la 
actualidad?

La Fundación de nuestro Colegio Profesional 
data de finales del siglo XIX, mismo periodo 
de tiempo en el que se constituyeron los Co-
legios de Abogados y Médicos. Sin embargo, 
tras varios años de inactividad, la historia más 
reciente de este Colegio está ligada a la inquie-
tud y el empuje de un grupo de diplomados en 
Ciencias Empresariales que decidieron poner 
en marcha un proyecto de reactivación, mo-
dernización e integración con los Colegios del 
resto de España. Fue un proceso complicado, 
ya que el Colegio no tenía ni siquiera sede so-
cial y nuestro trabajo y tiempo eran la única 
estructura con la que contábamos para poder 
funcionar. Sin embargo, gracias al compromi-
so de una serie de personas, entre ellas, Dá-
maso López de Atalaya y Carlos Rangel, esta 
Institución comenzó a tomar cuerpo y a con-
vertirse en la realidad que es hoy. 

¿Qué papel diría que juega hoy en día el Co-
legio? ¿Cuál cree que es el futuro próximo de 
esta Institución?

Hoy es una institución que tiene presencia y 
reconocimiento por parte de la sociedad. Yo 
creo que el futuro, lógicamente, lo va a marcar 
las necesidades que nuestros colegiados nos 
trasladen y yo creo que los tiempos están sien-
do muy activos; en el mundo de la economía 
se está produciendo una transformación muy 
importante que viene propiciada por muchos 
cambios en el ámbito mercantil, las legislacio-
nes en materia tributaria, fiscal y  contable y  el 
desarrollo tecnológico…; de ahí que la apuesta 
firme por la formación continua siga siendo 
uno de los pilares de esta Institución que, ade-
más, puede presumir de haber conseguido, 
tras un largo proceso burocrático, el recono-
cimiento de las  competencias profesionales 
de los Diplomados en Ciencias Empresariales, 
por ley 47/2007. El Colegio tiene el objetivo de 
actuar en defensa y apoyo de los intereses de 
nuestro colectivo de profesionales.

Actualmente, nuestro Colegio vive un mo-
mento crítico provocado por la decisión de la 
Universidad de Cantabria de no incluir entre 
sus nuevos estudios de Grado, el Título de 
Grado correspondiente a la Diplomatura de 
Ciencias Empresariales. Esto va a provocar en 
Cantabria que la identificación y asimilación 
que podría existir entre los nuevos Títulos de 
Grado y las anteriores titulaciones, no van a 

existir para la diplomatura en Ciencias Empre-
sariales, dejando huérfanos a más de 35 pro-
mociones de Diplomados en esta universidad. 
Seguramente, el Colegio experimente una falta 
importante de nuevos colegiados procedentes 
de la UC.  

¿En qué fase se encuentra la actividad de la 
Plataforma de Apoyo al Título de Grado de la 
Diplomatura en Ciencias Empresariales?

La Plataforma continúa con su actividad y aho-
ra está en una fase de entrevistas con agen-
tes sociales, ya que con la Universidad se han 
mantenido una serie de reuniones y no se ha 
conseguido nada. Las razones que se nos dan 
desde la UC no nos parecen convincentes y 
creemos que no están fundadas en la realidad 
de Cantabria.

En estos momentos estamos manteniendo 
entrevistas con la CEOE, la consejería de Pre-
sidencia, de quien dependen los colegios pro-
fesionales, con la Consejería de Educación… 
También estamos concertando entrevistas 
con el Consejo Económico y Social, los parti-
dos políticos, las Cámaras de Comercio…

¿Cuál es el principal objetivo de esta Plata-
forma?

Trasladar a la sociedad e instituciones cán-
tabras la importancia y la necesidad que tiene 
para esta región que existan unos estudios de 
Grado en Empresariales como los va a haber 
en provincias limítrofes como Vizcaya, Astu-
rias, Castilla y León…

¿Por qué es tan importante que estos estu-
dios no desaparezcan en Cantabria? 

Es muy importante porque el tejido empresa-
rial de esta Comunidad Autónoma está for-
mado principalmente de PYMES que, en el 
ámbito administrativo, contable o de gestión, 
requieren un perfil de profesional que sea po-
livalente, que abarque muchas áreas de lo que 
es la gestión empresarial. Estos estudios for-
man y preparan a personas con capacidad de 
adaptación a estructuras empresariales que 
ya están funcionando y con conocimientos en 
materias contables, fiscales, tributarias y de 
gestión; todo esto son, hoy en día,  aspectos 
esenciales para el desarrollo de nuestras em-
presas. Desde la Universidad se piensa que 
implantando títulos de Grado en Economía o 
Grado en Dirección y Administración de Em-
presas se está creando una enseñanza univer-
sitaria de mayor calidad. Sin embargo, nuestra 

opinión es más realista, práctica y ambiciosa 
para nuestra Comunidad Autónoma. Noso-
tros estamos diciendo que la demanda que 
hay en el mercado laboral es otra. Los pues-
tos para los directores y Licenciados en Eco-
nomía no son tantos como los que hay para 
los mandos intermedios, en definitiva, para 
los cuerpos técnicos. Hay que tener muy claro 
que la diplomatura en Ciencias Empresariales 
es una carrera técnica, lo mismo que la de los 
Ingenieros Técnicos, Arquitectos Técnicos... 
Esto no lo reconoce la UC y, en cierto modo, 
está infravalorando el verdadero potencial que 
tienen estos estudios. Nos encontramos ante 
una situación en la que los intereses internos y 
corporativos de la Universidad pueden preva-
lecer a los que la sociedad esta demandando.

La Diplomatura en Ciencias Empresariales, 
¿era una carrera universitaria con muchos 
matriculados en Cantabria?

Los datos facilitados por la propia Universidad 
demuestran que, frente a las cerca de 50 matrí-
culas anuales  de la licenciatura de Economía  
y las 120 de LADE, existen 150 inscritos en la 
Diplomatura de Ciencias Empresariales. Ade-
más, se da la coyuntura de que casi ningún 
diplomado está en paro, porque, entre otras 
cosas, estos pueden ocupar cargos y respon-
sabilidades muy diversas en el organigrama 
empresarial, como en los departamentos de 
Contabilidad, Tesorería, Auditoria, Marketing, 
etc. Hoy, un Diplomado en Ciencias Empresa-
riales además puede ser Auditor de Cuentas, 
Perito Judicial, Administrador Concursal, o di-
rigir su propio despacho profesional

¿Sabe si en las provincias próximas a Can-
tabria también se va a eliminar esta Diplo-
matura?

En ninguna de ellas se van a eliminar estos es-
tudios. Asturias lo mantendrá, tanto en Gijón 
como en Oviedo; en el País Vasco y Castilla y 
León pasará lo mismo. Vamos a estar rodea-
dos de universidades que van a seguir ofre-
ciendo una carrera universitaria de Grado en 
Empresariales, cuyo título  creemos  va a ser 
más valorado y aceptado que aquellos con los 
que va a contar la UC; esto provocará un éxodo 
de estudiantes a dichas Universidades; Can-
tabria no puede permitirse el lujo de no contar 
con un Grado en Empresariales. Necesita que 
esa carrera técnica, que permite el desarrollo 
del tejido industrial y que, hasta ahora, ha for-
mado a más de treinta y cinco promociones 
de profesionales, siga existiendo.

“El Colegio tiene el objetivo de defender y apoyar los intereses de nuestro colectivo profesional” 
Por Cristina Pascual | Periodista
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La devolución del IVA a los acreedores 
del concursado. Articulo 80.3 de la ley de IVA.
Juan Carlos Rodríguez. | Economista de ECU Asesores. 
Mercedes Mazo. | Empresista de ECU Asesores.

Una conclusión inequívoca del desconocimiento 
del  artículo 80.tres de la Ley del I.V.A. y, por con-
siguiente, de su aplicación,  se pone de manifiesto  
cuando un número elevadísimo  (posiblemente el  
90 %) de aquellos empresarios que puedan recupe-
rar cuotas  de I.V.A.,  no lo hacen.

En este momento en que  el número de empresas   
declaradas en concurso de acreedores va tomando 
cierta relevancia,  nos planteamos un recordatorio 
de este artículo y de algunos otros,  tanto del regla-
mento del I.V.A. como de la Ley Concursal.  

Cuando alguno de nuestros clientes se encuentre 
en situación de insolvencia  y haya sido declarado 
en concurso,   por suerte  no por ello todo va a estar 
perdido: las cuotas del I.V.A. de la operación no pa-
gadas por él, podremos recuperarlas sin esperar al 
término del procedimiento judicial.   Aplicando este 
procedimiento,  merece la pena el cumplimiento  de 
toda una serie de requisitos formales que nos son 
exigidos y  que, a continuación, iremos detallando.

El artículo 80 de la ley de I.V.A. 62/2003 DE 30 DE 
DICIEMBRE y aplicable a partir del 1-9-2004  hace 
referencia a la modificación de la base imponible, y 
en su punto tercero  dice:

“La base imponible podrá reducirse cuando el des-
tinatario de las operaciones sujetas al impuesto no 
haya hecho efectivo el pago de las cuotas repercuti-
das y siempre que, con posterioridad al devengo de 
la operación, se dicte auto de declaración de concur-
so. La modificación, en su caso, no podrá efectuarse, 
después de transcurrido el plazo  máximo fijado en 
el número 5º del apartado 1 del artículo 21 de la Ley 
Concursal 22/2003, de 9 de julio”.

Este párrafo parece necesario tenerlo muy presen-
te, pues limita a un breve espacio de tiempo (UN 
MES), como veremos más adelante,  el plazo   para 
rectificar y entregar nuestra  factura rectificativa, así  
como la comunicación a la Agencia Tributaria.  

“Sólo cuando se acuerde la conclusión del concurso 
por las causas expresadas en el artículo 176.1 apar-
tados 1.º, 3.º y 5.º de la Ley Concursal, el acreedor 
que hubiere modificado la base imponible deberá 
modificarla nuevamente al alza mediante la emisión, 
en el plazo que se fije reglamentariamente, de una 
factura rectificativa en la que se repercuta la cuota 
procedente.”

En cualquier caso, no va a ser posible reducir la 
base  en los supuestos  en que los créditos estén 
garantizados o afianzados; entre personas o enti-
dades  vinculadas; créditos adeudados o afianza-
dos por entes públicos;  igualmente no procederá, 
cuando el destinatario no esté establecido en el te-
rritorio de aplicación del  impuesto, ni en  Canarias, 
Ceuta o Melilla.

Una vez visto este punto, nos conviene recordar 
que el artículo 24 del Reglamento sobre el Valor 
Añadido, establece que el sujeto pasivo que pre-
tenda modificar la base imponible estará obligado 
a expedir  y remitir al destinatario de las operacio-
nes una nueva factura o documento sustitutivo de 
aquélla que  haya emitido  previamente y que debi-
damente hubiese anotado en tiempo y forma  en el 
libro registro.

En este aspecto, haremos hincapié en que no po-
demos perder de vista la forma en que remitamos 
la factura al destinatario de las operaciones, ya que 
será imprescindible  tener constancia fehaciente de 
que nuestro deudor la ha recibido.

Por otro lado, este mismo artículo deja clara la obli-
gatoriedad del  acreedor de comunicar  (en el plazo  
de un mes contado desde la fecha de expedición 
de la factura rectificativa) a la Delegación o Admi-
nistración de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria correspondiente a su domicilio fiscal,  la 
modificación de la base imponible practicada, ma-
nifestando expresamente que no se trata de crédi-
tos excluidos. 

Volvemos pues  a disponer de muy poco tiempo 
para cumplir con este requisito, ya  que será nece-
sario  aportar -  en el supuesto de concurso -   co-
pia del auto judicial de declaración de concurso del 
destinatario de las operaciones cuya base imponi-
ble se modifica, además de la copia de la factura o 
facturas rectificativas.

Por último haremos mención a tres artículos de la 
Ley Concursal 22/2003 de 9 de julio.

Empecemos por el artículo 21 en el que se habla del 
periodo de un mes para que los acreedores pongan 
en conocimiento de la administración concursal la 
existencia de sus créditos, a contar desde la última 
de las publicaciones acordadas en el auto y que son 
de carácter obligatorio.

El artículo 23 de la misma ley  establece las publi-
caciones obligatorias  en las que se ha de dar a co-
nocer  la declaración del concurso, concretamente  
se anunciará en el «Boletín Oficial del Estado» y en 
un diario de los de mayor difusión en la provincia 
donde el deudor tenga el centro de sus principales 
intereses, así como en uno de los de mayor difusión 
en la provincia donde radique su domicilio.

Veamos por último un par de  respuestas que ofre-
ce la Administración Tributaria en relación a la mo-
dificación de la base imponible.

DGT V826/2008 de 21 abril considera que la modifi-
cación de la base imponible no procede respecto de 
los créditos adeudados o afianzados por entes públi-
cos, aun cuando exista un procedimiento judicial o 

arbitral que verse sobre su existencia o cuantía, hasta 
tanto no exista una resolución firme, judicial o admi-
nistrativa, que deje sin efecto, total o parcialmente, 
las operaciones o se modifique su precio.

DGT V0252/2004 DE 5 de noviembre de 2004 impide  
a un transportista acogido al régimen simplificado de 
I.V.A  modificar la base imponible según el artículo 
80. y, por consiguiente, la recuperación de la cuota. 

El empresario acogido al régimen simplificado, en 
la medida en que las operaciones declaradas no 
son las realmente efectuadas, sino una mera esti-
mación objetiva de las mismas en aras de la faci-
lidad de la liquidación del Impuesto, no se puede 
proceder a la modificación de la base imponible 
correspondiente a una operación que no ha sido 
declarada como tal, puesto que es así como funcio-
na el régimen especial.

En resumen:

Si nuestro cliente  o deudor se declara en 
concurso, debemos tener presentes los si-
guientes puntos:

. Que el destinatario no haya hecho efecti-
vo el pago de las cuotas repercutidas.

. Que se dicte declaración de concurso.

Para ello tendré que:

- Emitir una  factura rectificativa en el pla-
zo de UN MES, desde que apareció en la 
última publicación obligatoria el auto de 
declaración de concurso.

- Remitir de forma fehaciente al deudor la 
factura rectificativa dentro de ese mismo 
plazo. 

- Comunicarlo a la Agencia tributaria en el 
plazo de UN MES desde la fecha de emi-
sión de la factura rectificativa aportando:

a) Libro registro de esas operaciones

b) Copia del auto de declaración del con-
curso de acreedores

c) Copia de la reclamación judicial de la 
deuda.

d) Copia de la publicación 

e) Copia de la factura original

f) Copia de la factura rectificativa

g) Manifestación de que no se trata de cré-
ditos excluidos.

En la siguiente liquidación del I.V.A., podré deducir-
me dicha cuota y de ese modo recuperarla.
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El secreto profesional como límite a la 
actuación de la inspección tributaria
Antonio Relea Sarabia | Doctor en Derecho y Abogado. Licenciado en CC. Económicas

Resulta innegable la trascendencia del deber 
de contribuir al sostenimiento de los gastos 
públicos proclamado por el artículo 31.1 de 
nuestra Constitución para el ejercicio de otros 
derechos reconocidos en la misma, como, el 
derecho a la educación (artículo 27), a la pro-
tección social (artículo 39), a la redistribución 
de la renta (artículo 40), o la vivienda (artículo 
47) y, en general, para el eficaz funcionamiento 
del Estado de Derecho. Este indudable interés 
público justifica el que las leyes doten a la Ad-
ministración Tributaria de poderes exorbitan-

tes, en buena medida equiparables a los de los 
jueces, para situarla en condiciones de hacer 
efectiva la liquidación y cobro de las deudas 
tributarias. Como señaló el Tribunal Consti-
tucional en su Sentencia 110/1984, de 26 de 
noviembre, “lo que unos no paguen debien-
do pagar, lo tendrán que pagar otros con más 
espíritu cívico o con menos posibilidades de 
defraudar”, añadiendo, “de ahí, la necesidad 
de una actividad inspectora especialmente vi-
gilante y eficaz, aunque pueda resultar a veces 
incómoda y molesta”.

Ahora bien, no por ello el derecho a la liquida-
ción y recaudación de los tributos representa 
el único bien común, de manera que se su-
perponga a los derechos individuales también 
proclamados por la Constitución, como, por 
referirme sólo a los relacionados con este co-
mentario, el derecho a la intimidad (artículo 18) 
o a la defensa (artículo 24). Ni estos derechos 
individuales tienen una primacía absoluta, de 
forma que no puedan ser objeto de limitación, 
pese a reconocerse dentro del llamado núcleo 

duro de los derechos fundamentales, ni tam-
poco el empleo de los poderes y mecanismos 
jurídicos de que goza la Administración se 
puede llevar a cabo sin respetar aquellos, sino 
que el ejercicio de unos y otros debe resultar 
de una interpretación conjunta y sistemática 
de la Constitución como un todo único que 
es, de forma que cualquiera de sus preceptos, 
incluido su artículo 31.1, no se interpretará ais-
ladamente, sino siempre en relación con otros 
preceptos y con la unidad de la propia Consti-
tución en la que se integran.

Constituye, por ello, el secreto profesional un 
límite, aunque no absoluto, sino contorneado 
en función del criterio expresado, a la posibi-
lidad de conocimiento de la Inspección Tribu-
taria. Cierto es que el secreto profesional no 
constituye en si mismo un derecho fundamen-
tal, pero sí un medio para proteger derechos 
fundamentales, en especial, el de defensa y el 
derecho al honor, a la intimidad personal y fa-
miliar y a la propia imagen.

Su importancia resulta, por referirme a los 
principales preceptos en que aparece reco-
gido, del artículo 18 de la Constitución que 
garantiza el derecho al honor, a la intimidad 
personal y familiar, y a la propia imagen; del 
artículo 24.2 de la misma, el cual manifiesta 
que la “ley regulará los casos en los que por 
razón de secreto profesional no se está obliga-
do a declarar sobre hechos presuntamente de-
lictivos”, sobre el que la citada STC 110/1984 
añadió que evidentemente y <<a fortiori>> 
tampoco existe el deber de declarar a la Admi-
nistración sobre esos hechos; del artículo 416 

de la Ley de Enjuiciamiento Criminal que dis-
pensa de declarar al abogado del procesado 
respecto de los hechos que éste le haya con-
fiado en su calidad de defensor; del artículo 
371 de la Ley de Enjuiciamiento Civil en igual 
sentido; de los artículos 197 a 201 del Códi-
go Penal que tipifican el delito de revelación 
de secretos; o, por referirme en especial a los 
abogados, del artículo 437.2 de la Ley Orgá-
nica del Poder Judicial que dice que “deberán 
guardar secreto de todos los hechos o noticias 
de que conozcan por razón de cualquiera de 

las modalidades de su actuación profesional, 
no pudiendo ser obligados a declarar sobre los 
mismos”, conteniendo preceptos muy simila-
res la mayoría de los reglamentos reguladores 
de las diversas profesiones.

Por su parte, el artículo 93.5 de la Ley General 
Tributaria, siguiendo esta línea normativa de 
reconocimiento del deber de secreto profesio-
nal, si bien con las excepciones y matizaciones 
propias de ese punto de equilibro resultante 
de la interpretación conjunta de los preceptos 
constitucionales a que antes me referí, mani-
fiesta que: “La obligación de los profesionales 
de facilitar información con trascendencia 
tributaria a la Administración tributaria no al-
canzará a los datos privados no patrimoniales 
que conozcan por razón del ejercicio de su ac-
tividad cuya revelación atente contra el honor 
o la intimidad personal y familiar. Tampoco 
alcanzará a aquellos datos confidenciales de 
sus clientes de los que tengan conocimiento 
a consecuencia de la prestación de servicios 
profesionales de asesoramiento o defensa. 

23



F
I

S
C

A
L

I
D

A
D

Ana Madrazo Díaz es licenciada en Ciencias Econó-

micas y Empresariales por la Universidad de Oviedo 

y funcionaria del Cuerpo Técnico de Hacienda de 

la Agencia Tributaria. Durante los años 2002-2003 

ocupó el cargo de Directora General de Hacienda 

del Gobierno de Cantabria; en la actualidad es 

concejal del Ayuntamiento de Cabezón de la Sal, 

localidad en la que nació, y Diputada Nacional del 

Grupo Parlamentario Popular en el Congreso. Ade-

más, ejerce como portavoz adjunta de la Comisión 

de Economía y Hacienda. 

Los profesionales no podrán invocar el secreto 
profesional para impedir la comprobación de 
su propia situación tributaria”.

Y así, del análisis de este precepto se extraen 
cuatro conclusiones básicas:

1ª.- La limitación que el secreto profesional su-
pone para la actividad inspectora afecta sólo 
a los datos puramente privados, no a los pa-
trimoniales, salvo, como veremos, que éstos 
hayan sido desvelados durante la prestación 
de un servicio de asesoramiento o defensa. 
Por ello, ningún impedimento existe para que 
la Inspección conozca el importe de los hono-
rarios satisfechos al profesional por su cliente 
y el medio de pago empleado, pues se trata 
de datos patrimoniales a los que, consiguien-
temente, afecta de lleno la obligación de infor-
mar a la Administración tributaria.

2ª.- La limitación que el secreto profesional 
supone para la actividad inspectora no afecta 
a todo dato privado no patrimonial, sino sola-
mente a aquellos cuya revelación atente contra 
el honor o la intimidad. Por ello, ningún impe-
dimento hay para que la Inspección conozca la 
relación de clientes de un profesional, ya que, 
aún tratándose de algo privado, el hecho de 
que un ciudadano acuda a la consulta de un 
médico o al despacho de un abogado, no vul-
nera su intimidad o su honor. En este sentido, 
la Sentencia del Tribunal Supremo de 2 de julio 
de 1991, referida a la solicitud inspectora de 
entrega de la relación de pacientes de un mé-
dico, decía que “aunque la enfermedad engen-
dra cierto sentimiento de humillación, es algo 
tan inevitable como comúnmente aceptado, 
por lo que no se comprende que si esta inde-
seada contingencia llega a producirse consti-
tuya un desdoro que el nombre de una perso-
na figure en la lista de clientes de un médico, 
ni el hecho de que esta circunstancia pueda 
ser conocida por la Administración Tributaria 
siempre que sólo se le facilite la identificación 
indispensable y no la historia clínica, el tipo de 
exploraciones, el diagnóstico, el tratamiento o 
las intervenciones que puedan orientar sobre 
la naturaleza del padecimiento o desarreglo 
que haya motivado la actuación profesional”. 
O la STSJ de Cataluña de 5 de mayo de 2005 
no encontró tampoco obstáculo en que un 
protésico dental, en relación con la comproba-
ción de un odontólogo, facilitara a la Inspec-
ción los albaranes emitidos por los trabajos 
encargados por éste, en los que se identificara 
únicamente al paciente.

3ª.- En el caso de los profesionales del asesora-
miento o defensa, la Inspección Tributaria no 
podría tampoco acceder a los datos patrimo-
niales desvelados en el transcurso de dichas 
actividades. A estos efectos se entiende por 
asesores a  quienes con arreglo a derecho de-
sarrollan una actividad profesional reconocida 
que tenga por objeto la asistencia jurídica, eco-
nómica o financiera. Ahora bien,  esta limita-
ción no afecta a cualquier dato conocido como 
consecuencia de la prestación de servicios de 
asesoramiento o defensa, sino sólo a los cali-
ficables como confidenciales. Así, resulta ve-

dado a la Inspección el conocimiento de las 
circunstancias económicas desveladas por el 
cliente a su asesor fiscal y que sólo éste habría 
conocido en esa condición, pero nada le impe-
dirá acceder a aquella información susceptible 
de conocimiento generalizado por otras vías. 
Por ello, la Sentencia del Tribunal Supremo de 
29 de julio de 2000 estimó respetuoso con el 
secreto profesional el requerimiento hecho a 
un agente de la propiedad inmobiliaria para 
que facilitara a la Administración la relación 
de los inmuebles ofertados en su inmobiliaria, 
con indicación del nombre de la persona ofer-
tante, ubicación, superficie y precio de venta 
ofertado, pues, amén de que la actividad de 
los agentes de la propiedad inmobiliaria difie-
re de la que tiene por objeto la asistencia ju-
rídica, económica o financiera, tales datos no 
pueden calificarse de confidenciales al estar al 
alcance de los demandantes de los inmuebles. 
Y, por el contrario, la Resolución del Tribunal 
Económico-Administrativo Central de 13 de fe-
brero de 2008 estimó que no podría facilitarse 
a la Agencia Tributaria por vulnerar el secreto 
profesional de las sociedades de tasación el re-
sultado de la valoración de los inmuebles que 
le hubiera sido encargada.

4ª.- El secreto profesional no constituye ex-
cusa para impedir la comprobación de quien 
ejerce una actividad de esta naturaleza, pues 
también queda sometido a la obligación de 
contribuir al igual que cualquier otro sujeto, 
si bien esto no quiere decir que la actuación 
administrativa se pueda desarrollar soslayan-
do el secreto profesional y que, por ello, no 
encuentre límites inexistentes en caso de que 
el inspeccionado no fuere un profesional. Así, 
mientras la Inspección puede conocer, por 
ejemplo, la cuantía y características (tamaño, 
marca, composición, color, ...) de cada pro-
ducto vendido por un comerciante a sus clien-
tes, por serle útiles estos datos para verificar 
la fiabilidad del contenido de las declaraciones 
tributarias presentadas por el inspeccionado, 
por el contrario, su conocimiento de cada uno 
de los servicios prestados por un abogado o 
un economista queda limitado al concepto 
genérico del servicio contratado, sin poder en-
trar en los datos específicos concurrentes por 
necesarios que fueren para comprobar con 
precisión su fiscalidad. Ciertamente, ello supo-
ne una merma de las facultades inspectoras, 
pues, al no ser iguales los honorarios que el 

profesional cobra por el asesoramiento sobre 
una cuestión sencilla que sobre una compleja, 
o por la emisión de un informe pericial en un 
pleito de pequeña cuantía que en uno de cuan-
tía elevada, o sobre una materia en lugar de 
otra, le resultará más difícil la determinación 
de la base imponible real del inspeccionado. 
Pero la Inspección, aún con merma de su ca-
pacidad investigadora, no puede penetrar en 
el ámbito de las relaciones profesionales con-
cretas entre el profesional y su cliente, pues es 
en éste donde el secreto profesional adquiere 
toda su virulencia. No podría ser de otra for-
ma si se quiere alcanzar el punto de equilibrio 
entre los distintos derechos en colisión al que 
esa interpretación conjunta de la Constitución 
como un todo único, a la que al comienzo me 
referí, conduce.

En este sentido, la Sentencia del Tribunal Su-
premo de 30 de octubre de 1996 no encon-
tró obstáculo en que la Inspección conozca la 
identidad de los clientes que realicen abonos 
en la cuenta bancaria de un abogado, y “gené-
ricamente, el concepto o servicio profesional 
prestado, como por ejemplo: un asesoramien-
to, un dictamen, una demanda en un juicio; 
hasta ahí se respeta según la doctrina juris-
prudencial el derecho a la intimidad y el se-
creto profesional. En cambio, lo que no puede 
indagar ni conocer la Inspección de Hacienda 
es la cuestión jurídica sobre la que se pide el 
asesoramiento, o el dictamen, o las pretensio-
nes inherentes a la demanda en juicio”.

Concluyo señalando, como hacía la referida 
STC. 110/1984, que la delimitación de la zona 
específica de relaciones cubiertas por el secre-
to profesional puede ofrecer dificultades en 
ciertos casos. La cuestión, en último término, 
no puede resolverse de forma abstracta, sino 
sobre cada caso concreto. Así, aún cuando los 
Tribunales no hayan encontrado obstáculo, 
por ejemplo, en la identificación de los clientes 
que acuden a un profesional por entender que 
esta circunstancia no vulnera su honor o inti-
midad, a mi juicio, su pronunciamiento sería 
distinto en el caso de que, por ejemplo, acudie-
ran a una clínica de abortos, la cual, por tanto, 
podría oponerse a desvelar a la Inspección el 
nombre de sus pacientes. O a la inversa, aún 
cuando hayan mantenido la imposibilidad de 
penetrar en el ámbito de las relaciones profe-
sionales concretas entre profesional y cliente, 
no existiría obstáculo en acceder a aquellos 
datos que resulten conocidos por otros me-
dios, como una ampliación de capital social u 
otras operaciones societarias que requieren su 
publicación en boletines oficiales.

Serán en cada supuesto los Tribunales de Jus-
ticia quienes hayan de realizar esa interpreta-
ción conjunta y sistemática de la Constitución, 
a la que no es ajena el sentido común, para 
buscar el equilibrio entre la obligación de la 
Administración de velar porque todos los ciu-
dadanos contribuyan a sufragar las cargas pú-
blicas y el deber de los profesionales de guar-
dar secreto de los hechos que conozcan en el 
ejercicio de su actividad.
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Jorge Tomillo recibió el Premio al 
Mejor Artículo de Contenido Mercantil 
 Por Cristina Pascual | Periodista
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El pasado 14 de noviembre se dio a conocer el 
ganador del I Concurso Periodístico de Conte-
nido Mercantil, organizado por este Colegio. 
La primera edición de este premio periodístico 
ha sido todo un éxito de convocatoria por lo 
que la organización ha decidido mantenerlo 
en el tiempo y trabaja, ya, en la edición del 
próximo año en la que pretende incluir alguna 
novedad, como la diversificación  por catego-
rías.

El jurado, formado por Dámaso López de Ata-
laya, Presidente del Colegio de Titulados Mer-
cantiles, Maximino Valle de la Consejería de 
Economía, María José Roca de la Cámara de 
Comercio, Yves Díaz Villegas de CEOE, Gema 
Hernando  de la Universidad de Cantabria, 
Enrique Campos de CEMIDE, Roberto Tazón 
de MC Mutual y Carlos Rangel del Colegio de 
Empresistas, decidió que el primer premio de 
este certamen fuese para el artículo de Jorge 
Tomillo, “Soluciones a las crisis económi-
cas de las familias”. El alcalde de Santander, 
Iñigo de la Serna Hernáiz,  hizo entrega del 
premio a Jorge  Tomillo, Catedrático de Dere-
cho Mercantil de la Universidad de Cantabria, 
autor de varios libros y numerosos artículos 

científicos publicados en las más prestigiosas 
revistas económicas. Tomillo también ejerce 
su actividad docente en otros ámbitos de la 
Enseñanza Superior y es profesor de la Escue-
la de Práctica Jurídica de Cantabria y de varios 

Máster Universitarios, como el de Comercia-
lización de Servicios Turísticos o el de Banca 
y Mercados Financieros. En 2007, el Ministro 
de Justicia le nombró Vocal de la Comisión 
General de Codificación adscrito a la Sección 
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Segunda de Derecho Mercantil, con el encar-
go de elaborar un nuevo Código Mercantil que 
sustituya al vigente Código de Comercio.

Además, el jurado quiso reconocer los espé-

ciales méritos del trabajo desarrollado por 
Alberto Ibáñez otorgando un accésit especial 
a su artículo “Patrimonio poco útil”. Este re-
conocimiento fue entregado por el presidente 
de la CEOE Cantabria D. Miguel Mirones. Los 

otros dos finalistas del premio fueron Guiller-
mo de la Dehesa con “Las infraestructuras de 
transporte económico en Cantabria”  y Ángel 
García Ronda con “Luces y sombras en la au-
ditoria de cuentas”.  
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Miguel Mirones, Presidente de la CEOE y 
Alberto Ibáñez presidente de Cantabria Económica

José Tomillo regogiendo el galardón de manos 
del Alcalde de Santander, Iñigo de la Serna
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Soluciones a la crisis económica de 
las familias
Jorge Tomillo. | Vicerrector de la Universidad de Cantabria y Director de la Cátedra Euroamericana de Protección Jurídica de los Consumidores.

Artículo publicado en el Diario Montañés el 21 de septiembre de 2008

El Estado Social no puede desproteger a las 
familias españolas -especialmente a aquellas 
que cuentan con menores niveles de renta- 
cuando la bonanza de antaño se convierte en 
incierta estrechez.

Recientemente tuve ocasión de analizar cómo 
los distintos países de la Unión Europea afron-
tan el problema del sobreendeudamiento de 
los consumidores, en contraste con la inac-
ción de las autoridades españolas (ver DM de 
23.08.08). Puede ser de interés ahora profun-
dizar en las soluciones que sería conveniente 
contemplar en España, atendiendo a nuestras 
peculiaridades y aprovechando la experiencia 
europea y norteamericana. Esta tarea puede 
acometerse dentro o fuera del procedimien-
to concursal, promulgando una ley específica 
para el endeudamiento excesivo o retocando 
la Ley Concursal de 2003.

Lo que importa es introducir un conjunto de 
medidas que sitúen su punto de partida no 
en la idea de la insolvencia como problema 
individual de empresarios y profesionales, 
sino en el concepto de sobreendeudamiento 
familiar como problema social. Mientras que 
la insolvencia es la imposibilidad de satisfacer 
las obligaciones exigibles de manera regular 
(insuficiencia patrimonial), el sobreendeuda-
miento es compatible con crisis menos graves. 
Está sobreendeudada la familia que a pesar de 
tener bienes suficientes y estar en condiciones 
de obtener liquidez a corto plazo (por ejem-
plo, accediendo al crédito), no es capaz de 
pagar regularmente sus deudas. Pero también 
lo está la familia que llega a superar determi-
nado nivel de deudas desde la perspectiva de 
sus ingresos ordinarios. Para tratar de resolver 
estos casos sería útil establecer un mecanis-
mo para que el deudor alcanzara un acuerdo 
extrajudicial con sus acreedores (normalmen-
te escasos) o incluso con el acreedor único 
(el banco). Desafortunadamente, el derecho 
español vigente no lo permite, desconocien-
do las técnicas preconcursales de prevención 
(ni el convenio anticipado ni el procedimiento 
abreviado lo son) utilizadas en Estados Uni-
dos y en Europa.

La protección legal debe favorecer a los deno-
minados deudores honestos cuya situación 
de endeudamiento no sea excesiva desde su 
origen. Quienes sin valorar prudentemente las 
posibilidades de su renta ordinaria acumulan 
préstamos hipotecarios para la adquisición 
de una céntrica vivienda, contratan negligen-
temente préstamos personales al consumo 
para procurarse determinados productos o 
servicios más o menos comunes, y hacen uso 

irreflexivo de su tarjeta de crédito (sobreen-
deudamiento activo), no están legitimados 
para exigir que la ley les dispense un trato 
especial. Distinto es el caso de las familias 
que llegan a una situación de sobreendeuda-
miento como consecuencia de circunstancias 
sobrevenidas de naturaleza imprevisible o in-
evitable (sobreendeudamiento pasivo). Aque-
llos que -pese a actuar de buena fe- atraviesan 
dificultades causadas por la precariedad labo-
ral, el desempleo, la imposibilidad de amor-
tizar préstamos hipotecarios por una subida 
brusca, repentina y sostenida de los tipos de 
interés, por el aumento inesperado de la fami-
lia a consecuencia de un parto múltiple, por 
el fallecimiento de quien aportaba una parte 
sustancial de la renta familiar ordinaria o de al-
guno de sus miembros cuya pensión era nece-
saria para llegar decorosamente a fin de mes, 
las personas que afrontan las consecuencias 
económicas de una ruptura matrimonial, o de 
la solidaridad en el acogimiento de personas 
mayores o dependientes o en la  firma de ava-
les a favor de familiares y amigos (cuya negati-
va es inimaginable en la sociología española), 
sí que pueden y deben exigir del sistema jurídi-
co una regulación individualizada y generosa 
de estos problemas que pueden llegar a colo-
carlos al borde de la exclusión social

Las medidas preventivas han de responder a 
una filosofía informadora y asesora (reeduca-
ción), y deben descargar a los jueces de este 
tipo de asuntos (reformas francesas de 1995 
y 1998). Para su encaje ha de tomarse como 
referencia un Sistema Arbitral de Consumo 

capaz de demostrar gran potencial pese a es-
tar deficientemente regulado, lo que permitiría 
además optimizar recursos ya dotados. Inicia-
tivas parlamentarias fracasadas en los últimos 
cinco años reclamaban la creación de Unida-
des de Información de Sobreendeudamiento 
integradas en las Oficinas Municipales de 
Información al Consumidor o en las propias 
Juntas Arbitrales, solución que debería ser re-
tomada (reforma estadounidense de 2005). 
También sería buena idea implantar Jurados 
Técnicos de Sobreendeudamiento adscritos 
a las Juntas Arbitrales de Consumo de ám-
bito autonómico, servidos por especialistas 
en administración patrimonial facultados –al 
menos- para mediar entre el consumidor y 
sus acreedores en orden a la elaboración de 
un ‘plan de pago’ dirigido al saneamiento 
patrimonial renegociando la deuda. Piénsese 
que el sobreendeudamiento –a diferencia de 
la insolvencia- no tiene como finalidad bási-
ca la satisfacción de los acreedores, sino la 
adopción de las medidas necesarias para que 
las familias de buena fe puedan superar situa-
ciones de agobio económico, rehabilitándose 
sin necesidad de actuaciones excesivamente 
traumáticas.

A diferencia del concurso, el procedimien-
to de sobreendeudamiento deberá permitir 
la adopción de medidas no necesariamente 
aceptadas por los acreedores, que podrán no 
consistir ni en un convenio ni en la liquidación 
patrimonial de las familias. Es preciso admitir 
la descarga o liberación patrimonial del deu-
dor honesto de igual manera que ya se admite 

28

O
P

I
N

I
Ó

N



F
I

S
C

A
L

I
D

A
D

para los empresarios, por lo menos respecto 
de las deudas no satisfechas con el producto 
de sus bienes embargables. Sólo así podrán 
gozar de una segunda oportunidad (fresh 
start). Esta técnica no solo es útil para ‘rein-
sertar’ empresarios en el mercado alimentan-
do el sistema productivo, porque éste también 
se nutre de la recuperación de consumidores. 
El sobreendeudamiento es un riesgo asociado 
a la expansión del mercado en una economía 
capitalista, lo que implica que el mercado ha 
de asumir una parte de ese riesgo (correspon-
sabilidad). Es fácil culpar a los consumidores 
de todas las conductas económicas que les 
perjudican cuando, en realidad, una parte 
significativa de la responsabilidad recae sobre 
los acreedores. Pero esta comunicación de 
riesgos ha de hacerse con cuidado equilibrio 
y esmerada cautela, aprendiendo de los erro-
res latentes en la reforma alemana de 1994. 
La admisión de un ‘plan cero’ extintivo de la 
responsabilidad de cualquier deudor provoca-
ría que los proveedores de crédito incluyeran 
el coste de dichas medidas en el precio de sus 
servicios, incrementando los tipos de interés 
en los préstamos bancarios al consumo con la 
finalidad de absorber el riesgo que para las en-
tidades de crédito acarrearía la condonación 
de las deudas a favor de las familias sobreen-
deudadas. Esto supondría una suerte de mu-
tualización de los riesgos vinculados al crédito 
con un efecto perverso: los buenos pagadores 
cargarían con las deudas de los malos paga-
dores, estimulando conductas oportunistas

Es ineludible dispensar una protección espe-
cial a la vivienda habitual. Conviene tener en 
cuenta la importancia que el sobreendeuda-
miento hipotecario tiene en las crisis econó-
micas de las familias españolas (el 46,1 % de 
la renta bruta disponible), y valorar compor-

tamientos recientes. Los agentes económicos 
deben soportar la cuota de responsabilidad 
que les corresponde. En primer lugar, porque 
bastantes proveedores aprovecharon la bo-
nanza económica de los últimos quince años 
para obtener importantes beneficios a cambio 
de dar facilidades excesivas en la obtención de 
crédito por parte de las familias, permitiendo 
que muchas se endeudaran por encima de 
sus posibilidades de restitución. En no pocos 
casos se han llegado a aplicar técnicas publi-
citarias de marketing directo influyendo inde-
bidamente en la libertad de elección del con-
sumidor para forzar decisiones que, de otro 
modo, no habría tomado. En segundo lugar, 
porque han propiciado el denominado apura-
miento de la hipoteca, fenómeno sociológico 
consistente en alargar excesivamente el plazo 
de amortización (hoy son corrientes las hipo-
tecas a 30 años) apurando al máximo la ca-
pacidad financiera del deudor. De este modo, 
la colocación del deudor hipotecario en el filo 
de la navaja (subprime en versión española) 
pasó a ser un factor incremental más para los 
beneficios empresariales. No preocupó enton-
ces la aparición de tasaciones prodigiosas, ni 
el debilitamiento inducido de muchas econo-
mías familiares, a las que se dejaba inermes 
ante cualquier modificación imprevista de su 
capacidad financiera. Y ahora se finge sorpre-
sa cuando las familias reaccionan ante el ciclo 
bajista contrayendo el consumo doméstico 
al 1,18 % en el segundo trimestre de 2008, la 
peor cifra desde la salida de la crisis de 1993.

La legislación española permite a empresarios 
y profesionales paralizar la ejecución de garan-
tías reales sobre bienes inmuebles afectos a 
su actividad económica. Sin embargo, prohíbe 
a las familias acogerse a esta medida. Sin nin-
guna justificación, la Ley Concursal establece 

que la vivienda familiar no se puede beneficiar 
de la suspensión temporal de la ejecución hi-
potecaria, a la que únicamente tienen derecho 
los empresarios, comerciantes y profesiona-
les. Al menos, debe corregirse esta situación 
discriminatoria para afianzar el principio 
constitucional de igualdad e intentar que la 
vivienda habitual se mantenga en el seno de la 
familia, reprogramando los pagos pendientes 
con cierto sosiego.

Algunas de las soluciones propuestas requie-
ren un debate político capaz de despejar am-
plios espacios de acuerdo. Todas ellas implican 
un coste económico, en mayor o menor medi-
da. Pero el Estado Social no puede desprote-
ger a las familias españolas -especialmente a 
aquellas que cuentan con menores niveles de 
renta- cuando la bonanza de antaño se con-
vierte en incierta estrechez. Corresponde a los 
ciudadanos decidir hasta qué límite podemos, 
debemos y queremos llegar en nuestras políti-
cas sociales, de la misma manera que hemos 
de determinar cómo y en qué proporción va-
mos a soportar el coste del cambio de ciclo.  
El tratamiento legal de las crisis económicas 
de las familias no busca ‘desresponsabilizar’ 
a los consumidores. Mucho menos pretende 
culpabilizar al sector empresarial. También las 
familias han de poner en valor el principio de 
autorresponsabilidad, porque los titulares de 
intereses débiles no son -sólo por eso- unos 
incompetentes en la toma de decisiones a los 
que el Estado deba preservar de todo riesgo. 

Tan solo se trata de reflexionar sobre el modo 
de construir un sistema de distribución de 
riesgos equitativo y razonable que permita 
rescatar eficientemente a los más vulnerables 
de un horizonte de marginación social en una 
coyuntura adversa.

29

O
P

I
N

I
Ó

N



30

Patrimonio poco útil
Por Alberto Ibáñez | xxxxxxxxxxxxxx

El candidato del PP a la alcaldía de Torrelavega 
en las pasadas elecciones tuvo la malhadada 
idea  de proponer que el Ferial tuviese otros 
usos. A cualquiera se le ocurre que un gigan-
tesco recinto que sólo se usa dos horas a la 
semana está desaprovechado. Si, además, el 
número de vacas que acuden ha descendido 
tanto que cabrían holgadamente en la sala de 
ordeño, es obvio que la solución no espera. 
Sin embargo, Cantabria está llena de tabúes y 
el Ferial es uno de ellos. Como explicábamos 
en el anterior número, un edificio tan señero 
para Torrelavega se puede morir de inanición, 
pero no puede cambiar de usos o añadir otro, 
como los viejos hidalgos se morían de ham-
bre sin plantearse siquiera la indignidad de 
ponerse a trabajar. Así que el candidato Calde-
rón Ciriza salió escaldado con su propuesta, a 
pesar de que era más que razonable.

Si hubiese llevado más tiempo en la política 
sabría que en esta pequeña región la garantía 
de perpetuidad en un cargo está en no hacer, 
porque eso no molesta a nadie. Por ejemplo, 

si alguien propusiese dar algún tipo de uso al 
Pirulí de Peñacabarga, aparecerían en los pe-
riódicos docenas de cartas de lectores airados 
por la idea, convencidos de que es antiecoló-
gica, desafortunada, descabellada o producto 
de algún chanchullo. En cambio, nadie siente 
el más mínimo escozor por el hecho de que 
esté cerrado desde hace más de veinte años 
o que la antigua fábrica de Tabacalera, en el 
centro de Santander, lleve cinco a la espera 
de destino, o que el edificio de Tabacalera de 
la calle Antonio López también esté sin uso 
o tantos otros, mientras las administraciones 
públicas pagan docenas de alquileres por me-
dia ciudad.

Hay un caso paradigmático, como es el frus-
trado acondicionamiento de un local como 
oficina provisional de Tributos, un organismo 
que tendrá que desalojar del Edificio Trigue-
ro porque el Ayuntamiento de Santander no 
permite atender al público por encima de una 
segunda planta. Algo que resulta insólito, ya 
que el propio Ayuntamiento tiene oficinas en 

la misma situación en el Edificio Ribalaygua 
y en  su  día puso un gran empeño en que la 
sede del Gobierno se mantuviese en el cen-
tro de Santander, para evitar la desertización 
que amenaza al casco urbano en materia de 
actividades económicas. Pues bien, mientras 
llega una solución definitiva, el Gobierno no 
ha pensado ni por un momento en volver a 
utilizar las oficinas de su sede de Puertochico, 
que llevan cerradas un año y estarán cerradas 
hasta que al Ayuntamiento le de la gana de 
autorizar el Edificio Moneo, que no será antes 
de que el Gobierno le apruebe el nuevo Plan 
de Urbanismo.

Así acumulamos un tropel de edificios pú-
blicos, patrimoniales o alquilados a los que 
pronto se añadirá el Edificio de Piedra, en el 
Paseo de Pereda, pero tampoco eso crea un 
especial malestar en una sociedad que siem-
pre ha sido partidaria de acumular activos, 
aunque no se les saque partido alguno. Si 
Mendizábal pudiese levantar la cabeza com-
probaría asombrado que la Administración 
pública ha tomado el relevo de la Iglesia en el 
latifundismo de manos muertas. Pero en este 
caso no hay partido político alguno –ni siquie-
ra aquellos que se proclaman ultraliberales– 
que ponga el grito en el cielo ante tan inútil 
como costosa acumulación de inmuebles, así 
que no cabe esperar una nueva desamortiza-
ción, esta vez para hacer una limpieza en el 
sector público.

Cuando el Banco Santander ha vendido todo 
su patrimonio de oficinas, incluida la Ciudad 
Financiera que acababa de construir en Ma-
drid, ha abierto las puertas de una nueva épo-
ca. El Banco tiene negocios más rentables en 
los que emplear ese dinero. Nuestras admi-
nistraciones, en cambio, son herederas del ra-
cionalismo francés que exigía edificios civiles 
munificentes en los que el Estado demostrase 
su poder ante la ciudadanía y han dado un 
paso más, el de la acumulación. Si cada de-
pendencia del Gobierno regional, del nacional 
o del Ayuntamiento repartidas por las calles 
pusiese un mástil con una bandera, como se 
ha pedido en ocasiones, la ciudad parecería 
permanentemente en fiestas. Una demostra-
ción tan desmesurada daría que pensar sobre 
cómo se gestionan los impuestos. Y a la vis-
ta de que hay alguna ley de la naturaleza que 
fuerza a que cualquier espacio público, por 
holgado que sea, tienda necesariamente a lle-
narse de funcionarios y quedarse pequeño, lo 
mejor sería desprenderse lo más rápidamente 
posible de todo lo que sobra y hacer una re-
ingeniería a fondo de lo que aparentemente 
es necesario. No haría falta construir edificios 
públicos en años.

Artículo publicado en la Revista Cantabria Económica
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Síntesis de la normativa vigente 
reguladora del Concierto 
Económico con la Comunidad 
Autónoma del País Vasco

De acuerdo a lo determinado en el vigente ar-
tículo 41 del Estatuto de Autonomía del País 
Vasco, las relaciones de orden tributario entre 
el Estado y el País Vasco vendrán reguladas 
mediante el sistema foral tradicional de Con-
cierto Económico o Convenios.
 
El vigente Concierto Económico con la Co-
munidad Autónoma del País Vasco, se apro-
bó por la Ley 12/2002, de 23 de mayo, con 
modificaciones posteriores que básicamente 
afectan a la actualización de volúmenes de 
operacio-nes, cuyos importes habían quedado 
desfasados en relación a las cifras fijadas por 
la expresada Ley.
 
Ha sido una realidad económica histórica la 
intensa relación empresarial existente entre 
Cantabria y el País Vas-co, especialmente con 
nuestra vecina provincia de Vizcaya, de forma 
que existen muchas empresas con domicilio 
fiscal en el País Vasco que realizan un impor-
tante número de operaciones en Cantabria, al 
igual que ocurre a la inversa.
 
Tampoco podemos ignorar el que el 80% de 
la población de nuestra Comunidad Autónio-
ma reside en lugares que  distan menos de 45 
minutos  en tiempo por autovía con Vizcaya, 
estimándose que el número de cántabros que 
residen en el País Vasco es de aproximada-
mente 55.000 personas.
 
Igualmente, se estima que el número de vas-
cos con residencia de derecho en Cantabria 
no es inferior a 25.000 personas, pero exis-
tiendo otras tantas que de hecho residen en 
Cantabria, especialmente en los municipios 
de Castro Urdiales, Liendo y Laredo, que con-
tinuan manteniendo su residencia de derecho 
en Vizcaya.

Asímismo es una realidad el importante nú-
mero de personas que residiendo en Can-
tabria, se trasladan a diario a trabajar a Vizca-
ya, y en algunos casos a Alava, principalmente 
población que reside en la zona oriental de 
nuestra Comunidad Autónoma. Esta situación 
también se invierte en el caso de residentes 
de Vizcaya que trabajan en Cantabria, aunque 
en mucha menos medida que la realidad an-
terior.
 
Por estos motivos, al margen de los profesio-
nales, conviene conocer lo determinado por el 
vigente Concierto Eco-nómico en materia de 
domicilio fiscal, tanto de personas físicas o ju-
rídicas, así como las competencias y normati-
vas aplicables en los impuestos mas significa-
tivos, lo que se sintetiza en los esquemas que 
se reflejan a continua-ción, elaborados por D. 
José Ildefonso Espinosa Ibáñez, Profesor Mer-
cantil, Censor Jurado de Cuentas y miembro 
de la Asociación Española de Asesores Fisca-
les (AEDAF), prestigioso y laborioso compa-
ñero, profesional perte-neciente al Despacho 
de Bilbao “FRANCISCO ESPINOSA IBÁÑEZ, 
S.L.”, cuyo socio-Director ostentó la Presiden-
cia de la expresada asociación profesional.

Concierto económico

1. Domicilio fiscal
• Personas físicas
• Personas jurídicas y entidades sujetas al Im-
puesto sobre Sociedades
• Establecimientos permanentes
• Sociedades civiles y entes sin personalidad 
jurídica
• Cambios de domicilio fiscal

2. Impuesto sobre Sociedades e Impuesto 
sobre el Valor Añadido (IVA)

• Exacción y puntos de conexión del Impuesto 
sobre Sociedades y del IVA
• Exacción y punto de conexión específico del 
IVA. Grupos de entidades del IVA
• Normativa aplicable en el Impuesto sobre 
Sociedades y en el IVA

3. Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas (IRPF) e Impuesto sobre el Patrimo-
nio. Retenciones e Ingresos a cuenta          

• Impuesto sobre la Renta de las Personas Fí-
sicas (IRPF). Impuesto sobre el Patrimo-nio
• Retenciones e ingresos a cuenta sobre rendi-
mientos del trabajo
• Retenciones e ingresos a cuenta sobre rendi-
mientos de actividades económicas
• Retenciones e ingresos a cuenta sobre rendi-
mientos del capital mobiliario
• Retenciones e ingresos a cuenta por ganan-
cias patrimoniales y premios
• Retenciones e ingresos a cuenta sobre arren-
damiento de bienes inmuebles 

4.	 Impuesto sobre sucesiones y donaciones 
(ISD) e Impuesto sobre Transmisiones Patri-
moniales y Actos Jurídicos Documentados 
(ITP Y AJD)

• Sucesiones y Donaciones (ISD)
• Transmisiones Patrimoniales Onerosas (ITP)
• Operaciones Societarias (ITP)
• Actos Jurídicos Documentados (AJD)

Noviembre de 2.008
Nota aclaratoria: El  término «Cifra relativa de 
negocios» utilizado en los esquemas quiere 
decir: Porcentaje de tributación obtenido de la 
distribución proporcional al volumen de ope-
raciones realizado en cada territorio.
 

Rodolfo Rodríguez Campos . | Empresista y Economista del Bufete Dehesa y Rodríguez Campos. Delegado de la Asociación Española de Asesores Fiscales 
(AEDAF) en Cantabria

(Ley 12/2002, de 23 de mayo, modificada por la Ley 28/2007, 
de 25 de octubre. B.O.E. 
de 24/05/2002, 15/06/2002 y 26/10/2007)
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2. impuesto sobre Sociedades e Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA)

* sólo se utilizarán los criterios o puntos de conexión posteriores en la medida en que los anteriores resulten totalmente           
inaplicables.
** ver particularidades de gestión e inspección del régimen especial de grupos de entidades del iva en el art. 29. siete de la ley.

*** la normativa aplicable en el iva, es la de la administración del estado.
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3. Impuesto sobre la Renta P. Físicas (IRPF) e Impuesto sobre el Patrimonio. Retenciones e Ingresos a Cuenta
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4.  Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones (ISD) e Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos   
    Jurídicos Documentados (ITP y AJD)
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El sector servicios en Cantabria
M. Paz Moral Zuazo. | Instituto Cantabro de Estadística (ICANE).

El sector servicios es el más importante de 
la economía de Cantabria tanto en términos 
de empleo como en términos económicos. Al 
igual que ocurre con cualquier región desarro-
llada, la estructura productiva de la Comuni-
dad Autónoma de Cantabria se orienta princi-
palmente hacia el sector servicios, siguiéndole 
en importancia el sector industrial y, a conti-
nuación, los sectores de la construcción y de la 
agricultura.  En el año 2007, el sector servicios 
representó el 61,8% del valor añadido bruto a 
precios básicos (VAPpb) de Cantabria lo que 
supone una participación 5 puntos menor que 
en el conjunto de la economía española y casi 
10 puntos por debajo de la media de la Unión 
Europea. La contribución de Cantabria en el 
sector servicios español se ha mantenido es-
table: en el periodo 2001-2003 fue el  1,16% del 
VABpb español de servicios  mientras que en 
los años 2005-2007 fueron el 1,17%. El compo-
nente más importante lo constituyen los servi-
cios de mercado, que aporta más de tres cuar-
tas partes del VABpb del sector,  mientras que 
los servicios de no mercado, habitualmente 
ofrecidos por las Administraciones Públicas, 
se sitúan en torno al 22% del VAPpb del total 
de los servicios. 

El sector servicios es el que ha mantenido un 
crecimiento del empleo y del VAB en términos 
reales más estables en el periodo 2001-2007, 
tal como se observa en la (figura 2). En ella se 
representa un indicador del crecimiento real 
de los sectores de actividad en Cantabria, las 
tasas de crecimiento anual del índice volumen 
encadenado  del VAB de cada sector y agrega-
do. Además, el crecimiento del sector se man-
tiene en niveles similares al del conjunto del 
sector en España.

Desde el punto de vista del empleo, según la 
Encuesta de Población Activa del año 2007, el 
65% de los ocupados de Cantabria trabajaba 
en el sector servicios, un porcentaje muy su-
perior al de resto de los sectores y que ha au-
mentado  en los últimos años. Sin embargo, 
el peso en el empleo también está ligeramente 
por debajo de la media de la economía espa-
ñola, en la que los servicios proporcionaron 
trabajo al 66,2% de los ocupados. Otro indica-
dor de la importancia del sector es el volumen 
de empresas: según el Directorio Central de 
Empresas del INE, el 77% de las empresas ac-
tivas en Cantabria a 1 de enero de 2007, (más 
de 30.000 empresas), se dedican a actividades 

de servicios, siendo este porcentaje similar al 
de España, donde alcanza el  78% del total de 
empresas.

El objetivo del presente trabajo es presentar 
una panorámica de la estructura y caracterís-

ticas del sector servicios en Cantabria, basada 
en el análisis de las estadísticas disponibles en 
el Instituto Cántabro de Estadística (ICANE). 
El ICANE explota los datos relativos a Can-
tabria obtenidos en un conjunto de encuestas, 
tanto de naturaleza estructural como coyun-
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tural, elaboradas por el INE. En el primer gru-
po se encuentran, por ejemplo,  la Encuesta 
Anual de Servicios (EAE), el Directorio Central 
de Empresas (DIRCE), o la Encuesta de Inno-
vación Tecnológica en las Empresas (EITE), 
mientras que en el segundo se incluirían los 
Indicadores de Actividad del Sector Servicios 
(IASS) o el Índice de Comercio al por Menor 
(ICM). También dispone de estadísticas relati-
vas al empleo, como la Encuesta de Población 
Activa (EPA) o la información de afiliados a la 
Seguridad Social. 

El trabajo se organiza de la siguiente forma: 
en primer lugar se describe el tejido empre-
sarial del sector servicios. A continuación, se 
muestra la estructura del sector tal como se 
refleja en la Encuesta Anual de Servicios. En 
las secciones tercera y cuarta  nos ocupamos 
del uso de las nuevas tecnologías y de las ca-
racterísticas del empleo y la productividad, 
respectivamente. Finalmente, se presentan las 
conclusiones.

Las empresas 

En el Directorio Central de Empresas del INE 
están censadas 30.601 empresas de servicios, 
un 1,2% del total de empresas censadas en el 
sector en España. La pequeña empresa, con 
menos de 50 asalariados, es determinante en 
el sector tanto en España como en Cantabria, 
ya que constituye más del 99% de las empre-
sas de servicios. Si comparamos la distribu-
ción de los establecimientos en España y Can-
tabria, observamos que en Cantabria tienen 
más peso los establecimientos entre 1 y 9 
asalariados, y menos peso los que no tienen 
asalariados o  más de 10 asalariados. 

Comparando, a partir de la tabla 2, la situa-
ción entre los años 2002 y 2007, los resulta-
dos del DIRCE muestran un aumento neto 
en Cantabria de 5.158 establecimientos de 
servicios. En este aumento dominan las mi-
croempresas, sin asalariados o con menos 
de 10 asalariados y, por ramas de actividad, 
el mayor aumento en términos absolutos 
y relativos se ha dado en la rama de activi-
dades inmobiliarias. Otras actividades em-
presariales, que incluyen diversos servicios 
a empresas, como las actividades jurídicas, 
asesoría fiscal, contabilidad, auditoría, estu-
dios de mercado, informes técnicos de ar-
quitectura e ingeniería, publicidad, selección 
de personal, seguridad o actividades indus-
triales de limpieza, ha tenido un incremento 
bruto parecido, mientras que las actividades 
asociativas son las que tiene un mayor au-
mento porcentual, un 263% entre los años 
2002-2007. 

Estructura de los servicios: encuesta anual 
de servicios 2006 

La Encuesta Anual de Servicios tiene como 
objetivo determinar las principales caracterís-
ticas estructurales y económicas de las empre-
sas cuya actividad principal se integra en los 
servicios de mercado. Más específicamente, 
recoge las siguientes  las secciones de la cla-
sificación nacional de actividades económicas 
CNAE-93: 

• hostelería, 

• comercio, 

• transportes, almacenamiento y comuni-
cación, 

• actividades inmobiliarias y de alquiler/
servicios empresariales y 

• otras actividades sociales y de servicios 
prestados a la comunidad; servicios per-
sonales

Quedan fuera de esta encuesta algunos ser-

vicios de mercado como la educación, la 
sanidad, las actividades de intermediación 
financiera, las actividades asociativas y el sa-
neamiento público. No obstante, las activida-
des recogidas en la encuesta generan más del 
83% del total del valor añadido del sector a ni-
vel nacional. En este apartado realizamos un 
estudio de la última encuesta disponible, refe-
rida al  año 2006: En particular, nos centramos 
en las principales macromagnitudes, como el 
volumen de negocio o el  valor añadido. 

Según la explotación realizada por el ICANE 
de los microdatos(1) aportados por el Instituto 
Nacional de Estadística de la Encuesta Anual 
de Servicios del año 2006, el volumen de 
negocio(2) alcanzó la cifra de 8.509.516 miles 
de euros para el total de empresas del sector 
servicios de mercado de Cantabria, lo que su-
pone un aumento del 7,23% respecto del año 
2005.

Más del 66% de este volumen de negocio 
se concentra en el área de influencia de San-
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tander, mientras que al área de Torrelavega le 
corresponde el 18%. Por tipo de actividad, la 
mayor aportación corresponde a las empre-
sas dedicadas al comercio, que representan 
el 58,5 % del total, seguido a distancia de las 
actividades inmobiliarias y de alquiler, con un 
18% del total.  No obstante, hay que tener en 
cuenta que el elevado volumen de negocios 
del comercio es consecuencia directa de su 
actividad de intermediación en el mercado de 
consumo final. 

Los principales gastos de explotación proceden 
del consumo de mercaderías, con un 48,93%, 
seguido de los gastos de personal (14,22%) y 
el consumo de materias primas y otros apro-
visionamientos (11,53%). Por  actividades, las 
que tienen mayor gasto de explotación fueron 
el comercio al por mayor, el comercio al por 
menor y las actividades inmobiliarias y de al-
quiler. La distribución de los gastos varía mu-
cho según actividad económica. Por ejemplo, 
en los servicios informáticos e I+D casi un 
50% de los gastos se dedican a gastos en per-
sonal, mientras que en comercio se sitúa en el 
12% y en actividades inmobiliarias y alquileres  
no alcanza el 5%.

El valor añadido bruto a precios básicos(3) 
del sector servicios en el año 2006 se situó 
en 2.237.869 miles de euros, un 7,84% más 
que en el año 2005. Las actividades que más 
contribuyeron a generarlo fueron el comercio 
al por menor (16,50%), otras actividades em-
presariales (15,68%) y las actividades inmo-
biliarias y de alquiler (13,64%). El 63,53% del 
valor total se obtuvo en Santander y su área 
de influencia.

La (tabla 4) muestra la distribución del VAB a 
precios básicos. En comparación con España, 
el sector servicios está más especializado en 
servicios personales, hostelería, restauración 
y transporte. En el otro extremo, correos y 
telcomunicaciones, agencias de viajes e infor-
mática e I+D tienen una participación mucho 
menor en los servicios de Cantabria que en Es-
paña. Por otro lado la distribución del VABpb 
por actividades ha experimentado cambios 
importantes desde el año 2000, tendiendo a 
asemejarse a la de España. Actividades tradi-
cionales, como el comercio y la hostelería, han  
reducido su peso frente a las actividades in-
mobiliarias y alquiler, servicios empresariales 
y actividades culturales, deportivas y de servi-
cios personales. Por ejemplo, la contribución 
relativa del comercio ha bajado casi 10 puntos 
desde 2000, del 44,13% al 34,75%, aunque si-
gue siendo la actividad con mayor peso. Las 
actividades inmobiliarias y de alquiler han 
pasado del 8,3% al 13,6%, los servicios infor-

máticos e I+D se han duplicado, del 0,86% al 
1,53% aunque su aportación es todavía peque-
ña y muy alejada de la española, 3,3%.

Uso de tecnologías de la información y co-
municaciones (TIC) y comercio electrónico

Un aspecto importante para evaluar el sector 
servicios consiste en conocer el grado en que 
las empresas del sector han accedido al uso 
de las nuevas tecnologías de la información 
y comunicaciones en el desarrollo de su ac-
tividad. El ICANE, a partir de los microdatos 
para Cantabria de la Encuesta de uso de las 
Tecnologías de la Información y de la Comu-
nicación y del Comercio Electrónico en las 
empresas (ETICCE) proporcionados por el 
INE ha realizado una tabulación de la encues-
ta para conocer con detalle la situación de las 
empresas cántabras en relación al comercio 
electrónico y a la dotación y uso de las TIC. 
La última encuesta disponible contiene datos 
referidos a enero de 2007 para el uso de las 
TIC y la media anual del año 2006 para el uso 
de comercio electrónico.  

En enero de 2007 un elevado porcentaje de 
empresa, el 96,9% del total del sector servi-
cios, disponían de conexión a Internet, siendo 
un 94,80% de las mismas de banda ancha. 
En el conjunto de la economía de Cantabria, 
el sector servicios es el que tiene un mayor 
porcentaje de empresas con sistemas infor-
máticos para gestionar los pedidos, un 34,4%, 
ligeramente inferior al porcentaje español, que 
asciende al 37,9%. En cuanto a la finalidad del 

uso de Internet, los más frecuentes son la bús-
queda de información (un 93% de las empre-
sas lo usan con este fin), servicios bancarios y 
financieros (76% de las empresas), interaccio-
nar con las administraciones públicas (62,8%)  
y acceso a aplicaciones/herramientas defini-
das para el negocio (44%). Hay que notar que 
el nivel de uso de las TIC por las empresas de 
servicios de Cantabria es similar al del conjun-
to del sector español. La mayor diferencia se 
da en el porcentaje de empresas con sitio o 
página web, que en el total de España son el 
57,5% de las empresas, mientras que en Can-
tabria alcanza sólo el 49,7%.

En cuanto al uso del comercio electrónico en 
2006, nuevamente son las empresas del sector 
servicios las que más lo utilizan en Cantabria. 
Así, un 26,3% de las empresas compraron  
por comercio electrónico y un 13,03% realiza-
ron ventas, superando las medias nacionales 
del sector (24,56% para compras y 11,95% 
para ventas). Así, en Cantabria las compras 
por comercio electrónico alcanzaron el 14,2% 
del total de compras del sector y las ventas por 
comercio electrónico, el 8,6% del total.

Empleo,  productividad y salarios

Según la Encuesta de Población Activa, duran-
te el año 2006, en media, el sector servicios 
de Cantabria proporcionó empleo a 160.700 
personas, un 64% del total de ocupados. Con 
respecto al año 2005, el empleo del sector 
creció un 5,3%, tasa similar a la observada en 
España (5,1%). 
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Los servicios es el sector con mayor volumen 
de ocupación femenina: así, las mujeres re-
presentaron el 55% de los ocupados del sector 
en Cantabria, mientras que en España el por-
centaje fue del 52,6%. Por otro lado, del total 
de mujeres ocupadas en Cantabria en el año 
2006, el 86% trabajaba en el sector servicios. 
La participación femenina es muy desigual de-
pendiendo del tipo de actividad. Por ejemplo, 
un 78,7% de los ocupados en otros servicios, 
actividades de los hogares y organismos ex-
traterritoriales son mujeres, mientras que en 
transporte, almacenamiento y comunicacio-
nes representan el 21,8%.

Según los resultados de la Encuesta Anual 
de Servicios, en el año 2006 las actividades 
que más empleo tuvieron fueron el comercio 
al por menor, seguido de otras actividades 
empresariales y restauración. En el periodo 
2000-2006, en los servicios de mercado de  
Cantabria ha aumentado los ocupados a una 
tasa media acumulativa  del 9,8% anual, por 
encima de la de España  (7,4%).

Tradicionalmente, el sector servicios se consi-
dera un sector de baja productividad, en com-
paración con otros sectores como la industria. 
La productividad(4) del sector en Cantabria en 
el año 2006 ascendió a 27.072 euros por per-
sona empleada, por debajo de la media nacio-
nal (35.828 euros por persona empleada). Así, 
si establecemos un índice de productividad 
tomando como referencia la  productividad 
del sector en España igual a 100, en Cantabria 
la productividad sólo alcanzaría 75 puntos. 
Por otro lado, la productividad del sector ha 
aumentado un 5,56% en el año 2006. Las ac-
tividades que tienen una productividad por 
encima de la media regional del sector son 
actividades inmobiliarias y de alquiler, auxilia-
res de transporte, correos y comunicaciones,  
transporte, comercio al por mayor, informática 
e I+D y, por último, venta y reparación de vehí-
culos y combustibles. Las actividades que tie-
nen una productividad cercana a la media son 
alojamiento, actividades diversas de servicios 
empresariales y las recreativas. Los que tienen 
una productividad muy inferior son servicios 
personales (un 45% de la media del sector), 
restauración, (58,21%), comercio al por menor 

(75,36%)  y agencias de viaje (79,49%). La evo-
lución de la productividad por actividades es 
muy diferente, mientras algunas actividades 
han experimentado importantes aumentos 
en su productividad, como correos y teleco-
municaciones o transportes, otras, como las 
agencias de viajes, restauración, muestran pe-
queños aumentos a medio plazo y caídas en 
el último año.  

Siguiendo con el estudio de la Encuesta Anual 
de Servicios, en el año 2006 el salario medio 
ascendió a 15975 euros por asalariado. Por en-
cima de esta cantidad se situaron las activi-
dades auxiliares de transporte, informática e 
I+D, transportes, comercio al por mayor, ven-
ta y reparación de vehículos y combustibles, 
actividades inmobiliarias y de alquiler y activi-
dades recreativas. Las actividades con salarios 
por debajo de la media del sector son activida-
des diversas de servicios empresariales, res-
tauración, comercio al por menor y correos y 
telecomunicaciones.

Conclusiones

El sector servicios de Cantabria genera el 55,4% 
del PIB regional del año 2007 según la Conta-
bilidad Regional del INE. Este  porcentaje está  
por debajo de la aportación de los servicios al 
PIB nacional. Además, en Cantabria se generó 
el 1,26% del PIB total español, mientras que, 
a nivel sectorial, generó el 1,17% del VAB na-
cional de servicios. Estos indicadores señalan 
cierta debilidad del sector servicios en el con-
junto de la economía de Cantabria, que tiene 
un menor nivel de terciarización que la econo-

mía española y el conjunto de la Unión Euro-
pea. Al igual que en el conjunto de la actividad 
económica, la mayor parte de su actividad, 
más del 60%, se genera en el área de Santan-
der, donde predomina la actividad comercial. 
El sector turístico muestra un mayor peso en 
la zona de valles interiores.

El sector en su conjunto ha crecido de forma 
bastante estable en los últimos años. En cuan-
to a su estructura empresarial, destaca la ele-
vada proporción de microempresas. Una de 
las actividades que más se ha desarrollado en 
cuanto a creación de establecimientos ha sido 
los servicios inmobiliarios y de alquiler, que 
en la actual coyuntura se encuentra en una 
situación más delicada que otras actividades. 
La productividad media del sector servicios en 
Cantabria es más baja que la del conjunto de 
los servicios españoles. 

En cuanto al uso de las TIC y el comercio elec-
trónico, el sector servicios es el que más uso 
hace de estas herramientas dentro del conjun-
to de la economía cántabra y en niveles simi-
lares a los del conjunto nacional. Finalmente, 
atendiendo a la distribución de la actividad del 
sector en sus distintas ramas, las actividades 
tradicionales, como comercio y hostelería, 
mantienen un peso importante; actividades 
como los servicios a empresas han aumen-
tado su peso. Sin embargo, hay que destacar 
que sectores de alta tecnología como teleco-
municaciones o las actividades de I+D tienen 
un desarrollo más lento, con un peso mucho 
menor que en el conjunto nacional. 

(1) La explotación de datos del ICANE  tiene como población objeto de estudio las empresas con sede social en Cantabria y que declaran tener actividad en Cantabria en alguna de las secciones CNAE-93 menciona-
das.   

(2) El volumen de negocios comprende el importe de las ventas de productos, mercaderías y similares, y de la prestación de servicios correspondientes a las actividades ordinarias de la empresa, el importe de los 
descuentos y demás bonificaciones sobre las ventas, así como el IVA y otros impuestos directamente relacionados.

(3) Valor añadido bruto a precios básicos se obtiene como la diferencia de la producción a precios básicos y el consumo intermedio. El valor de la producción a precios básicos de define como  el importe de bienes 
y serviciosproducidos por la empresa durante el ejercicio valorado a precios básicos, es decir al precio que los productores reciben de los compradores por cada unidad de un bien o servicio producido, descontando 
los impuestos sobre productos y añadiendo las subvenciones a los productos, mientras que los consumos intermedios son el valor de los bienes y servicios consumidos como insumos en un proceso de producción, 
excluidos los activos fijos, el cual se computa como consumo de capital fijo. 
  
(4) La productividad se define como  el cociente entre el valor añadido a coste de los factores y el número medio de ocupados en el año. Aparece expresado en euros y representa la aportación de cada ocupado (sea 
remunerado o no) a la generación de rentas de la empresa; indirectamente es una medida del peso relativo del factor trabajo en cada actividad.
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Arturo Roiz García.
Diputado del Partido Socialista 
en el Parlamento de Cantabria.

Renovables no nucleares

Después de 150 años de intensa industrializa-
ción, la sociedad se enfrenta en el siglo XXI a 
uno de los mayores retos de la historia: buscar 
alternativas energéticas que permitan mantener 
el ritmo económico sin comprometer más el fu-
turo del planeta.  

El modelo energético vigente, basado en un uso 
intensivo de recursos fósiles y minerales no re-
novables (petróleo, carbón, gas, uranio), en un 
aumento de la energía con un constante incre-
mento de la demanda y en una gran desigual-
dad de acceso  a la misma, debe cambiar en los 
próximos años.

El cambio de escenario energético mundial, con 
respecto a la seguridad de abastecimiento y al 
cambio climático, obliga  a que la política econó-
mica y la política energética de nuestro país con-
templen la sostenibilidad energética no como un 
sobrecoste sino como una inversión beneficiosa, 
que  contribuirá a mejorar la renta nacional y la 
renta disponible. 

Adaptarse a los cambios energéticos supone 
impulsar el cambio tecnológico hacia fuentes 
alternativas y un modelo de crecimiento que es-
tablezca una exigencia de evaluación del impacto 
energético de dichas fuentes.

En este contexto, el  Partido Socialista manten-
drá la moratoria nuclear, es decir, no se  cons-
truirán  nuevas centrales nucleares y seguirán 
funcionando las que están operativas  hasta su 
desmantelamiento cuando termine su vida útil.

También, se ha optado por dar la máxima prio-
ridad a la lucha contra el cambio climático y al 
cumplimiento de los compromisos de España 
en el marco del Protocolo de Kyoto, apostando 
por las energías renovables  y por el ahorro y la 
eficiencia energética. Con el Plan de Energías Re-
novables 2005-2010, el Ministerio de Industria  
pretende que en el año 2010 el 12,1 % del con-
sumo de energía sea abastecido por fuentes re-

novables, contribuyendo a la producción del 30,3 
% del consumo bruto de electricidad. Con este 
Plan, el Gobierno pretende reforzar los objetivos 
de su política energética, asegurar la calidad del 
suministro, respetar el medio ambiente y dar 
cumplimiento a compromisos internacionales 
como el Protocolo de Kyoto y el Plan de Asig-
nación Nacional de Emisión de Gases de Efecto 
Invernadero.

Al Plan anterior se ha sumado recientemente 
otro Plan de Acción 2008-2012 de la Estrategia 
de Ahorro y Eficiencia Energética con el que se 
busca reducir los consumos de energía, ami-
norar la dependencia energética del exterior y 
disminuir la contaminación. Con estas nuevas 
directrices, se ahorrarán 87,9 millones de tonela-
das de petróleo y se permitirá una reducción de 
emisiones de CO2 a la atmósfera de 238 millo-
nes de toneladas.

Siguiendo estas políticas gubernamentales, el 
Gobierno de Cantabria  en el año 2006, presen-
tó un Plan Energético 2006-2011 entre cuyos 
objetivos estaba reducir el consumo de energía 
primaria en Cantabria en un 7,7 % respecto al 
consumo tendencial previsto para el año 2011, 
fomentar el ahorro de energía final para obtener 
una reducción anual del 2,6% respecto a la situa-
ción tendencial, incrementar la participación de 
las energías renovables en el balance energético 
al 9%  en el final temporal del Plan y que estas 
energías generen el 20% del consumo de electri-
cidad en el año 2011.

El día 24 de septiembre de este año el Conse-
jero de Industria  presentó en el Parlamento de 
Cantabria un Plan de Desarrollo Eólico en el que 
anunciaba la previsión de instalar aerogenerado-
res que proporcionasen 1.500 Megavatios de po-
tencia, lo que supera la potencia de una central 
nuclear. En España hay instalados actualmente 
15.000 Megavatios de potencia eólica que pro-
porcionan el 10% de la energía consumida en el 
país. 

El 10 de octubre, empezó a funcionar frente a 
Santoña la primera boya para el aprovechamien-
to de energía a base del oleaje marino, una expe-
riencia piloto como otras experiencias que se es-
tán llevando a cabo en nuestro país y que, junto 
a las energías renovables ya consolidadas, serán 
el futuro de la energía sostenible. 

Con vistas a ese futuro el Partido Socialista es 
favorable a la potenciación de las energías reno-
vables y al desarrollo de los procesos de investi-
gación y experimentación en este ámbito.

La dirección de la revista decidió realizar 
un nuevo intento de conseguir la opinión 
de los partidos políticos con implanta-
ción parlamentaria en nuestra Comuni-
dad Autónoma y para ello se procedió 
al envió del correo que se transcribe a 
continuación, a los representantes de los 
partidos PP, PRC y PSC. 

El resultado ha sido, en esta ocasión, 
desesperanzador  ya que solo el partido 
socialista se atreve a expresar su opinión 
sobre el tema de la energía nuclear, el 
resto bien no tienen opinión o bien no 
quieren hacerla pública. La Gaceta del 
Empresista va a continuar pulsando la 
opinión de los representantes políticos al 
entender que no enviar artículo alguno, 
también es una respuesta que cada lec-
tor de la revista debe de interpretar como 
estime más conveniente.     

TEXTO DE LA PREGUNTA ENVIADA A 
LOS PARTIDOS POLÍTICOS:

Para el próximo número de la revista de 
la Gaceta del Empresista hemos pensado 
que es bueno saber lo que piensan nues-
tros partidos políticos sobre el tema, tan 
de actualidad, de la necesidad o no de la 
energía nuclear desde un punto de vista 
económico, y nos gustaría obtener las 
respuestas a las siguientes preguntas: 

¿Su partido entiende que la energía nu-
clear es un alternativa desde un punto 
de vista económico, en estos momentos 
de crisis , a las energías tradicionales?

¿Si es partidario de la energía nuclear 
estaría dispuesto su partido a implan-
tar una central nuclear en Cantabria y 
si no es así que alternativa válida puede 
ofrecer?

¿Considera imprescindible la energía 
nuclear para resolver el déficit energé-
tico? 

¿Las energías llamadas alternativas 
pueden resolver este déficit?  

Respuesta del PP: 
no envía artículo alguno

Repuesta del PRC: 
no envía artículo alguno

Respuesta del PSC:
Envia el artículo renovables no nucleares
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43El comercio y los métodos de inglés 
en el Santander de la segunda mitad 
del siglo XIX y primera del XX
María Antonia Fernández Menéndez. | Profesora de inglés .

Los estudios de inglés estuvieron continuamente 
ligados a los de Comercio durante todo el siglo XIX 
y primeros años del XX.  Una ciudad básicamente 
mercantil como Santander  siempre prestó especial 
atención a la formación de los técnicos que ma-
nejaban la economía regional. Y es de las organi-
zaciones rectoras de la vida económica de donde 
parten nuevas orientaciones para el estudio de las 
lenguas vivas, con vistas siempre a una mejora de 
las relaciones comerciales y a un aumento en los 
beneficios mercantiles y son estas organizaciones 
rectoras  las que por entonces más se preocupan 
de la mejora en la calidad de la enseñanza de los 
idiomas. 
 
Abogan por una enseñanza mercantil de caracter 
práctico para amoldarla a las necesidades del co-
mercio contemporáneo y favorecen un cambio en la 
enseñanza de los idiomas extranjeros abandonan-
do la tradicinal de leer, traducir y escribir, por otra 
dirigida al dominio de la conversación, base esen-
cial de la comunicación, en especial en el mundo 
mercantil. En este orden de cosas y dado que los 
estudiantes de Comercio pertenecen a la clase me-
dia e incluso media-baja,  respaldan  y facilitan los 
intercambios personales de algunos alumnos con-
cediéndoles “bolsas de viaje” que cubren el viaje de 
ida y vuelta. Estos intercambios, además del per-
feccionamiento del idioma extranjero, tienen como 
objetivo estudiar determinadas industrias o ramos 
mercantiles para al regreso aplicar  los procedimien-
tos modernos a la producción y al comercio.

Por esta época funciona en Santander una Escuela 
de Comercio donde se estudian dos años de inglés 
y dos de francés. Además se abren por toda la ciu-
dad y provincia diversos centros de estudios, cole-
gios y academias que ofrecen también estudios de 
comercio y lenguas vivas, como se llamaban en la 
época por contraposición al griego y al latín. 

Será siempre entorno a estos estudios que se modi-
ficarán y se innovarán los estudios de los idiomas. 
En este sentido aparecerán nuevos métodos que 
intentarán orientar su aprendizaje en un sentido 
práctico. Lo más habitual en la época era centrar el 
estudio de las lenguas extranjeras en la gramática y 
en las traducciones, y aunque los cambios no fue-
ron simultáneos en todos los centros, ni siquiera 
continuos en el tiempo, sí es cierto que hubo inten-
tos serios de enseñar idiomas de manera práctica.

Durante los primeros años del siglo XX, al igual 
que durante el XIX,   siguen en vigor dos cursos 
de inglés en la Escuela de Comercio de Santander. 
En el primer año se trataba la lectura y traducción  
con clases de una hora diaria y el segundo estaba 
dedicado  a la escritura y conversación  durante tres 
horas a la semana.

Un Real Decreto de 27 de Septiembre de 1912 re-
organiza los estudios de Comercio y divide la en-
señanza en tres períodos que, en la Escuela de Co-
mercio de Santander, quedan como sigue:

a) Período preparatorio: entre cuyas asignatu-
ras se estudia un curso de francés.

b) Período elemental:dividido en dos cursos. 
En el primero se estudia escritura y conversa-
ción en lengua francesa tres días a la semana 
y, lectura y traducción de lengua inglesa con 
clases diarias.  En segundo curso solamente 
un idioma moderno, lengua inglesa -escritura 
y conversación-, con tres horas semanales de 
clases alternas.

c) Período superior: con una duración de dos 
años en los que se estudiará únicamente ale-
mán como idioma extranjero: primer curso 	
con clases de una hora semanales- lectura y 
traducción-  y segundo curso con tres horas 
semanales de escritura y conversación.

Mientras tanto en  los Institutos de Enseñanza Se-
cundaria, el estudio de los idiomas sigue enfocado 
a la grámatica y a la traducción con lo que los estu-
diantes que acaban el Bachillerato son incapaces de 
conversar o entender la lengua que han estudiado.
  
Por Real Orden de 20 de junio de 1839 se crea en 
Santander el Instituto Cantábrico de Enseñanza 
Media dependiente de la universidad de Valladolid  
y en 1845, la Segunda Enseñanza se divide en “ele-
mental” y de “ampliación”, siendo en aquella obli-
gatorio el estudio de la lengua francesa. La Segunda 
Enseñanza de Ampliación es la que prepara para el 
estudio de ciertas carreras, o sirve para perfeccio-
nar los conocimientos adquiridos en la elemental. 
Se divide en dos secciones, que por las materias 
predominantes se llamarán de “letras” y de “cien-
cias”. En la sección “letras” se estudian idiomas en 
general y entre ellos el inglés y el alemán, mientras 
que en la sección de “ciencias” ningún idioma es 
obligatorio. Esta misma ley indica que serán insti-
tutos de primera clase aquellos en los que además 
de la enseñanza elemental, existan por lo menos 
dos asignaturas correspondientes a la de amplia-
ción. En el curso 1846-47, el Instituto Cantábrico 
pasa a llamarse “Instituto Superior de Santander” 
y el inglés parece que está dentro de las referidas 
materias de ampliación.
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En 1857 se publica la Ley Moyano de Educación. 
Preveía la escolaridad obligatoria entre seis y nueve 
años, admitiéndose que los estudios se hicieran en 
establecimientos privados o en casa. 

En lo que se refire a la Enseñanza Secundaria, cada 
provincia debería tener un Instituto. Los alumnos 
debían examinarse oficialmente para obtener el 
título de Bachiller pero podían elegir el tipo de en-
señanza: oficial, colegiada o doméstica.  En cuanto 
al estudio de las lenguas vivas, los títulos exigidos 
a los profesores eran el  Bachillerato y un Bachiller 
no necesariamente poseía grandes conocimientos 
de idiomas. Sin embargo, dentro de los ámbitos 
intelectuales de la época, el estudio de las lenguas 
vivas empezaba a ser considerado indispensable en 
todo joven bien educado para poder acceder a los 
conocimientos científicos que provenían siempre 
de otros países europeos.

En 1901 el Conde de Romanones es nombrado Mi-
nistro de Instrucción pública y aborda la reforma de 
las enseñanzas. Su opinión sobre el estudio de la 
lengua inglesa queda suficientemente claro cuando 
dice: “Hay en algunas capitales de provincia  tres 
profesores de inglés, uno con diez alumnos en el 
Instituto, otro con cinco en la Escuela Normal y otro 
con seis en la Escuela de Comercio; veintiún alum-
nos  pueden estar en una clase. Sin duda hay dife-
rencias entre el inglés comercial y el literario, pero 
esos son matices de lujo. Por el momento tenemos 
que contentarnos con un inglés cualquiera”.

A pesar de ello tienen lugar innovaciones realiza-
das en el estudio de la lengua inglesa durante el 
siglo XIX y primeros años del XX procurando siem-
pre una enseñanza y un aprendizaje práctico de la 
lengua. Ello  se da porque Santander, siendo emi-
nentemente comercial, con fluidas relaciones con 
el Reino Unido necesita especialistas que pueden 
cartearse y hablar con los técnicos y comerciantes 
británicos.

Sabemos que, si bien desde 1839 a 1860 en la Es-
cuela de Comercio se utiliza el método “Fábregas” 
para el estudio de la lengua y los libros “Historia de 
Roma” e  “Historia de Grecia” de Goldsmith para 
la traducción eminentemente orientado a la lectu-
ra y traducción, ya en 1864 se adopta el método 
de “Ollendorf” que había supuesto un auténtico 
avance en el perfeccionamiento  de la enseñanza 
de las lenguas vivas. Hasta entonces los métodos 
solamente se preocupaban de enseñar a traducir. 
Ollendorf trata de enseñar a leer, escribir y hablar 
un idioma partiendo de los objetos más comunes 
de la naturaleza y de todas las cosas más usuales 
de la vida cotidiana, todo ello tratado de forma fa-
miliar. Repite en ocasiones la misma palabra  y la 
utiliza en distintas combinaciones. Parte de la con-
cepción de que la memoria juega una parte esencial 
en el aprendizaje, y que es a través de la repetición  

como se llega al perfeccionamiento en una lengua, 
tanto en lo referente a la pronunciación como a sus 
estructuras. “Pues en general, una lengua extraña 
bajo cierto aspecto está en circunstancias análogas 
a las de un niño respecto a la suya”(2). Mucho uso 
y pocas reglas, expresa y resume el método “Ollen-
dorf”.
  
En varios otros centros y colegios de la ciudad y 
provincia se preparaba a los alumnos para los estu-
dios  de Comercio y Segunda Enseñanza. En ellos 
se prestaba un  interés especial a la enseñanza  del 
inglés enfocándola a conseguir un dominio prácti-
co de la lengua, utilizando y, a veces creando ellos 
mismos, diferentes métodos.

Tenemos, por ejemplo, en la segunda mitad de si-
glo XIX a Mr. ITHIÉ,  un profesor particular con un 
método propio de setenta lecciones, con el cual, 
dice, “es factible aprender un idioma sin necesidad 
de gramática ni de diccionario”. 

En el COLEGIO ACADEMIA DE MATA  inaugurado 
el 1 de septiembre de 1900 y que impartía estudios 
de Comercio,  emplea el procedimiento Berlitz que 
había sido desarrollado en 1878 en Estados Unidos 
por Maximilan Berlitz el cual abandona el método 
de la traducción. Para él la mejor manera de apren-
der un idioma era la misma en que se aprendía la 
lengua materna, es decir, comunicándose desde el 
principio en la lengua que se desea aprender y de-
sarrollando para ello cuatro destrezas en el siguien-
te orden: comprender, hablar, leer y escribir desde 
la primera lección.

En el COLEGIO DEL SAGRADO CORAZÓN  DE 
JESÚS DE CÓBRECES los profesores compusieron 
y publicaron  en 1909 un método para la enseñanza 
del inglés  en cuyo prólogo leemos: “Este método, 
dividido en tres partes, tiene por objeto la enseñan-
za práctica  de la lengua inglesa, esto es, comunicar 
al alumno conocimientos usuales sobre  la lectura, 
conversación y correspondencia”.

Comienza el método con la enseñanza del alfabeto, 
para pasar a un apartado de pronunciación figura-
da dando a los sonidos de que carece la lengua cas-
tellana un equivalente francés.  Continuan las lec-
ciones tratando temas gramaticales acompañados 
de lecturas y diálogos. Recomiendan los autores al 
profesor que lea y explique cada parte de la lección, 
y a los alumnos que repitan lo mismo en voz alta 
e inteligible simultánea e individualmente; luego se 
hará el estudio del texto y de los ejercicios escritos.
  

THE DEVAL´S SCHOOL OF LANGUAGES: Con-
trata profesores extranjeros  que imparten las cla-
ses en su idioma. Empiezan enseñando al alumno 
a pronunciar correctamente mediante la repetición 
de nombres y de frases sencillas al principio y em-

plean la mímica para hacerse entender. El segundo 
paso en el ciclo de la enseñanza consiste en escribir 
las palabras pronunciadas ya correctamente. 

Las diez o doce lecciones primeras tienen por ob-
jeto educar el oído, dando al mismo tiempo una 
introducción gramatical, los verbos útiles y algunos 
nombres.  Después de estas lecciones se da el libro 
al alumno y empiezan los ejercicios de lectura y es-
critura. Todo el método en sí tiende a procurar el 
dominio de la conversación.

En 1910 se publica en Santander el “MÉTODO NA-
TURAL DE LA LENGUA INGLESA DE RODOLFO 
DOGENHART”, escrito por Clodomiro Pérez Gu-
tierrez discípulo de Dogenhart. Consiste en una 
adaptación  del original aleman del mismo título. 
Al principio concede una importancia secundaria a 
la gramática enseñando únicamente los elementos 
indispensables  para formar frases y hacer peque-
ños diálogos. Sobre la manera de enseñarlo Clodo-
miro Pérez propone hacer las traducciones espa-
ñol-inglés verbalmente en clase y “variar las frases 
con los vocablos ya conocidos, por este medio se 
irá acostumbrando el alumno desde el principio a 
pensar en el idioma extranjero, sin cuya condición 
es imposible expresarse en él con soltura”.
   
Por último, en 1912 se publicó, también en Santan-
der, el: “MÉTODO  PARA EL ESTUDIO DEL IN-
GLÉS CON PRONUNCIACIÓN FIGURADA” escri-
to por Antonio Blanchard Plasencia. Cada lección 
está dividida en tres partes: vocabulario, traducción 
y conversación. Ésta tiene siempre lugar entre dos 
personajes figurados, habla uno de ellos en inglés 
y responde el otro en español.   Figura también en 
el libro una colección de artículos, noticias y tele-
gramas tomados de períodicos y revistas inglesas, 
así como una serie de cartas y documentos comer-
ciales.

Como resumen, diremos que a finales del siglo 
XIX y comienzos del XX la ciudad de Santander, 
y Cantabria en general, contribuyeron, de manera 
notable, a la expansión y modernización de los es-
tudios de lengua y  éstos se vieron  siempre ligados 
a la actividad comercial que aquí tenía lugar. A  su 
aprendizaje se aplicaron las más modernas meto-
dologías y se  experimentaron los más  diversos 
métodos lo cual  nos da idea de la vitalidad que, 
por entonces, llegó a alcanzar el estudio de esta 
lengua moderna.
 
(2) “El maestro de inglés” de Francisco Javier Vin-
gut
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Cena empresista 2008. Salvador 
Ordóñez, Colegiado de Honor 
del Colegio de Titulados Mercantiles y 
Empresariales de Cantabria 
El Colegio de Titulados Mercantiles y Empre-
sariales de Cantabria celebró ayer la séptima 
edición de su, ya tradicional, Cena del Empre-
sista. En este evento, en el que se reunieron 
más de doscientas personas, se hizo entrega 
de la mención de Colegiado de Honor a Salva-
dor Ordóñez Delgado, Rector de la Universi-
dad Internacional Menéndez Pelayo y se dio a 
conocer el ganador del I Concurso Periodístico 
de Contenido Mercantil, organizado por este 
Colegio.

Tras el momento de la entrega de premios,  
vino otro de los actos centrales de esta Cena 
del Empresista 2008 en la que Salvador Or-

dóñez Delgado recibió la mención de Cole-
giado de Honor de dicha Institución colegial. 
Ángel Agudo, que recibió la misma mención 
durante la  Cena del Empresista de 2007, fue 
el encargado de hacer entrega de este recono-
cimiento a Ordóñez. El Rector de la UIMP se 
mostró muy feliz y agradeció al Colegio esta 
mención de la que afirmó sentirse muy orgu-
lloso.

El Colegio quiso, además, tener un recuerdo 
para con todos los colegiados que pertenecen 
a dicha institución desde hace más de cuaren-
ta años y les hizo entrega de  una distinción. 
En esta ocasión, el reconocimiento fue para 

Carlos López D´Hers, Santiago Espina, José 
Antonio Cantero y Francisco Sánchez Cayón.

Entre los asistentes también se encontraban 
representantes de la Administración Central 
del Estado como la Delegada de la AEAT Con-
cepción Carrera Villalante, el presidente de 
Caja Cantabria Enrique Ambrosio, el presiden-
te del Partido Popular  Ignacio Diego, el porta-
voz del Partido Socialista en el Parlamento de 
Cantabria Francisco Fernández Mañanes y las 
diputadas nacionales Ana Madrazo y Gloria 
Gómez Santamaría.

Angel Agudo San Emeterio, Salvador Ordoñez Delgado, Mª Angeles García del Cura, Dámaso Lopez de Atalaya, Iñigo de la Serna Hernaiz, 
Jorge Tomillo Urbina, María Soto-Jove Bernaldo, Teresa Calvo García, Miguel Mirones Diez, Francisco Javier Sánchez Pego, Teresa Lamelas Olaran 
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Enrique Ambrosio Orizaola, Blanca Diaz González, Ignacio Diego Palacios
María Gloría Gómez Santamaría, Francisco Fernández Mañanes, 

Ana María Madrazo Diaz, Ángel Pelayo González-Torre, 
Julio Bartolomé Presmanes, Luisa Eva Bartolomé Arciniega, José Manuel Muñoz

Juan José Pérez Aja, Nieves Eslava Villanueva, Gaspar Laredo Herreros,
 Mª Angeles Alcázar, Concepción Carrera Villalante,

 Vicente Temes, Ana María González Pescador, David González Pescador,
Rafael de la Sierra, Mª Carmen Morón 

MESA  Nº 3
Maximino Valle Garmendia, Carmen Callejo Sánchez 

Ángel García Ronda, Sra. de García Ronda, 
Enrique Campos Pedraja, Ana María Echevarria Gil, 
Miguel Ángel Castañeda, Mercedes San Sebastián, 
Marta Cubillas Salas, Emilia Tapia, Mariola Rivas

Víctor Carpintero, Marta Borrajo Fontaneda, 
Marina Pacheco,  Jose Luis Peña, Rodolfo Rodríguez Campos,
 Maria Luisa Solís Uríaguereca, Francisco Rodríquez Bodero,

Pedro Ruiz Fernández, Buenaventura Gómez Ceballos,
 Ana Esther Gutiérrez Sánchez 

Ángel Agudo, Consejero de Economía Salvador Ordóñez Delgado, 
Rector de la Universidad Internacional Menéndez Pelayo
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Carlos López D´Hers, Irene Magaldi, Manuel Bustamante, 
Sra. de Manuel Bustamante, Carlos Fernández Herrero, Sra. de Fernández 

Herrero, Estévan Bezanilla Galván, Sra. de Bezanilla Galván, 
Carlos López Magaldi, Marta López Magaldi

Vicente Martínez Rodríguez, Francisco Garmendia, Juan García Aranzabat
 Ana Pico, María González Madroño, Cristina Moratinos 

Ignacio San Juan Minchero, María José Gutiérrez, José Felix Villalba
 Magdalena Martínez

Jesús López-Medel Bascones, Fernando de Saavedra y Fernández, 
Luis Royo Martel, Lourdes Hernández Pucha, Alberto Ibáñez, 

Africa Fernández García, Ángel González González, 
Mª Antonia Villanueva, Marisol Llano Cuadra,

Yves Diaz de Villegas

Fidencio Perez Lavin, Ramón Pacheco, José Luis Romero, 
Mercedes Mazo, Justo González Trapote, Julio Martínez Estébanez,

 Francisco Lasheras, Julio Rodríguez, Santiago Ruiz Asenjo 

Jose Antonio Cantero Bernal, Francisco Sánchez Cayón, 
Mª Carmen García Valdivieso, Mª Dolores Cobian González, 

Santiago Espina, Monserrat Ortega Pérez,  
Andrés Prat,  Josefa Solís Gómez, Víctor Bustillo,  Mª Alegría Molinero 

Natividad Fernandez Gómez, Cristina Mazas Pérez Oleaga,
Gemma Hernando Moliner,  Alfredo Herrero González, 

Jaime Aja Pila, Roberto Tazón, Begoña Chiva,
Mª José Roca, Francisco Martínez Sampedro, Rosa María Carral Cobo 
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Antonio Relea Sarabia, Belén Pérez, Francisco Rosales Cuadra, Rosa María Rivas,
Manuel Castro Rodríguez, Aida Rivas Bárcena, Rocío Rivas,

 Jesús Arteaga Trueba, Ignacio Dirube Tazón, 
 Julián Fernández, Mª Soledad Ibáñez Muriedas, Carlos Rangel Moya 

Juan Manuel de las Cuevas, Mª Belén Caminero Velasco, 
Mónica Fernández Rueda, Jesús Gómez Diego, Antonia Rivero Iñarra, 

Adolfo Gómez Diego, Cesáreo Peña Campo, 
Isabel Barrasús Honrrubia, José Luis Peña Campo, Balbina Ruiz Herrera, 

Isidoro Álvarez Sánchez, Eva María Moro Blanco

Daniel Perez Casado, Engracia Marina Benito, Stefano Frechentese,
 Mª José Lozano, Ana Campos Echevarría, Fernando Vega Viota,  

Rafael Álvarez de las Iglesias, Adrián Diaz, Jose Luis Echave
Mercedes Carro

Natalia Echeves, Lara Vargas Escalada, Alberto Aja Martín, Ruiz Oceja,
Alfonso Michols Gallego, Óscar Briz, Samuel Ramos Berasategui,

Mª Angeles Rada, Rocio Ugarte

Andrés Prat, Santiago Espina, J. A. Cantero, 
Dámaso López, Carlos López D´Hers y Francisco Cayón
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Ceremonia de graduación de la XXXV 
promoción de empresistas de Cantabria
En esta ocasión ante la posibilidad de que esta 
promoción puede ser una de las últimas que 
se gradúe en la Universidad pública de Can-
tabria,  la revista ha decidido asistir a la cere-
monia de  graduación de la XXXV promoción 
de Diplomados en Ciencias Empresariales de 
la Universidad de Cantabria  o sea los nuevos 
Empresistas de nuestra Comunidad. Ceremo-
nia que tuvo lugar el pasado 3 de julio en el 
Paraninfo de la Universidad.

A este evento fue invitado nuestro presidente 
D. Dámaso López de Atalaya que pronunció 
un vibrante discurso en el que se puso de 
manifiesto la gran injusticia que tiene pensa-
do cometer la Universidad de Cantabria al no 
incluir el título de Grado en Contabilidad y Fi-
nanzas en sus planes de estudios, propician-
do de esta forma la desaparición en el futuro 
de nuestra entidad colegial. 

La verdad es que nos hemos llevado una grata 
sorpresa con las ganas de trabajar, ilusiones  y 
el empuje de los nuevos diplomados que se 

manifiesta en el discurso de graduación del 
representante de los mismos Alberto Aja. 
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